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El presente trabajo aborda la incidencia que el medio ambiente ejerce sobre
el urbanismo, prestando una especial atención a las medidas recogidas por el
Real Decreto Legislativo 2/2008, de 20 de junio, por el que se aprueba el Tex-
to refundido de la Ley de Suelo. Muchas de estas medidas están orientadas a
la toma en consideración de los condicionantes ambientales por el planea-
miento urbanístico. Se analiza la presencia en el Derecho Urbanístico del prin-
cipio de desarrollo sostenible, la evaluación ambiental o el derecho a la
información y participación ciudadanas. Todas estas cuestiones y algunos pro-
blemas de articulación entre ambas disciplinas se recogen prestando una aten-
ción singular a la Comunidad de Castilla y León. 
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1.  Este trabajo recoge el texto, con alguna actualización posterior, de la ponencia presentada en el Curso Pla-
neamiento Urbanístico y Medio Ambiente celebrado en Valladolid los días 17 y 18 de septiembre de 2009 y or-
ganizado  en  el  marco  del  convenio  de  colaboración  entre  el  Consejo  General  del  Poder  Judicial  y  la
Administración de la Comunidad de Castilla y León en materia de formación continua de Jueces y Magistrados
para el año 2009. Una versión anterior del estudio fue publicada en «Urbanismo y Medio Ambiente en España:
Panorama Actual», Revista de Derecho Urbanístico y Medio Ambiente, n.º 244, 2008, pp. 103 a 177.
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CE Constitución Española.

EAE Evaluación ambiental estratégica.

EiA Evaluación de impacto ambiental.

LrJ-PACLey 30/1992, de 26 de noviembre, de
régimen  jurídico  de  las Administra-
ciones Públicas y del procedimiento
administrativo común.

Ls08 real decreto Legislativo 2/2008, de
20 de junio, por el que se aprueba el
texto refundido de la Ley del suelo.

LiPJMA Ley 27/2006, de 18 de  julio, por  la
que se regulan los derechos de ac-

ceso a la información, de participa-
ción pública y de acceso a la justicia
en materia de medio ambiente.

POrn Plan de Ordenación de los recursos
naturales.

sAn sentencia de la Audiencia nacional.

stC sentencia del tribunal Constitucional.

sts sentencia del tribunal supremo.

stsJ sentencia  del tribunal superior  de
Justicia.

tJCE tribunal de Justicia de las Comuni-
dades Europeas.
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1. INTRODUCCIÓN

La preocupación por dar una protección efectiva al medio ambiente a través
del derecho Urbanístico ha cobrado un impulso especial en los últimos años.
La gran repercusión mediática de algunas actuaciones ilegales y la concien-
ciación social sobre la importancia real de la protección de nuestro medio am-
biente han dado lugar a una positiva orientación del derecho Urbanístico en
esta misma dirección.

innumerables han sido las aportaciones doctrinales que desde hace tiempo se
vienen haciendo en este sentido (2) y, más recientemente, los legisladores es-
tatal y autonómicos —algunas veces estos últimos estableciendo regulaciones
pioneras— han elaborado, desde el impulso y la tutela de la Unión Europea,
importantes normas cuya aplicación efectiva debería tener consecuencias muy
positivas para el logro de lo que se ha venido a llamar urbanismo sostenible. 

El actual texto refundido de la Ley de Suelo de 2008 —aprobado por Real

Decreto Legislativo 2/2008, de 20 de junio y que tiene su origen en la Ley
8/2007, de 28 de mayo, de suelo—, pretende, entre otras medidas, resaltar el
respeto de la legislación ambiental por la normativa urbanística. El legislador
estatal ha querido poner de relieve un conjunto de medidas —algunas de las

2.  Entre otras pueden verse bAssOLs COMA, M.: «El medio ambiente y la ordenación del territorio», Docu-
mentación Administrativa, n.º 190, 1981. «Ordenación del territorio y medio ambiente: aspectos jurídicos», Re-
vista de Administración Pública, n.º 95, 1981. «derecho Urbanístico y Medio Ambiente Urbano», Revista de
Derecho Urbanístico, n.º 71, 1981. «La protección de los espacios naturales a través de planes especiales de
urbanismo», Revista Jurídica de Cataluña, n.º 3, 1988. PArEJO ALFOnsO, L.: «Ordenación del territorio y me-
dio ambiente», Revista de Derecho Urbanístico, n.º 146, 1996. MEnEndEZ rEXACH, A.: «Urbanismo soste-
nible, clasificación del suelo y criterios indemnizatorios: estado de la cuestión y algunas propuestas», Revista
de Derecho Urbanístico, n.º 200, 2003. rEHbindEr, E.: «El debate sobre la transposición del imperativo de
sostenibilidad en el derecho ambiental y de la planificación», Revista Aranzadi de Derecho Ambiental, n.º 1,
2002.
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cuales ya estaban recogidas en normas autonómicas o sectoriales— que in-
tentan garantizar una elaboración de los instrumentos de planeamiento urba-
nísticos orientada a la protección del medio ambiente. Es, a la hora de elaborar
los instrumentos de ordenación urbanística, donde se pueden prever, antes de
su ejecución, distintas medidas de protección ambiental tendentes a evitar las
agresiones urbanísticas que se han venido produciendo en los últimos años.
La propia Exposición de Motivos de la Ley de suelo de 2008, que ha sido ci-
tada en este sentido por la sts de 14 de mayo de 2009 (rec. 3225/2005), ma-
nifiesta algo que sigue siendo necesario recordar hoy en día:

«La del urbanismo español contemporáneo es una historia desarrollista,
volcada sobre todo en la creación de nueva ciudad. Sin duda, el creci-
miento urbano sigue siendo necesario, pero hoy parece asimismo claro
que el urbanismo debe responder a los requerimientos de un desarrollo
sostenible, minimizando el impacto de aquel crecimiento y apostando por
la regeneración de la ciudad existente. La Unión Europea insiste clara-
mente en ello, por ejemplo en la Estrategia territorial Europea o en la más
reciente Comunicación de la Comisión sobre una Estrategia temática pa-
ra el Medio Ambiente Urbano (3), para lo que propone un modelo de ciu-
dad compacta y advierte de los graves inconvenientes de la urbanización
dispersa o desordenada: impacto ambiental, segregación social e inefi-
ciencia económica por los elevados costes energéticos, de construcción y
mantenimiento de infraestructuras y de prestación de los servicios públi-
cos. El suelo, además de un recurso económico, es también un recurso na-
tural, escaso y no renovable. Desde esta perspectiva, todo el suelo rural
tiene un valor ambiental digno de ser ponderado y la liberalización del sue-
lo no puede fundarse en una clasificación indiscriminada, sino, supuesta
una clasificación responsable del suelo urbanizable necesario para aten-
der las necesidades económicas y sociales, en la apertura a la libre com-
petencia de la iniciativa privada para su urbanización y en el arbitrio de
medidas efectivas contra las prácticas especulativas, obstructivas y rete-
nedoras de suelo, de manera que el suelo con destino urbano se ponga
en uso ágil y efectivamente. y el suelo urbano —la ciudad ya hecha— tie-

Jesús del Olmo Alonso
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06 RJCYL 22 olmo:ejemplo rjcyl segunda época  03/08/10  9:46  Página 258



ne asimismo un valor ambiental, como creación cultural colectiva que es
objeto de una permanente recreación, por lo que sus características de-
ben ser expresión de su naturaleza y su ordenación debe favorecer su re-
habilitación y fomentar su uso».

Por ello, la Exposición de motivos recalca que:

«Los procedimientos de aprobación de instrumentos de ordenación y de
ejecución urbanísticas tienen una trascendencia capital, que desborda con
mucho el plano estrictamente sectorial, por su incidencia en el crecimien-
to económico, en la protección del medio ambiente y en la calidad de vi-
da. Por ello, la Ley asegura unos estándares mínimos de transparencia,
de participación ciudadana real y no meramente formal, y de evaluación y
seguimiento de los efectos que tienen los planes sobre la economía y el
medio ambiente. La efectividad de estos estándares exige que las actua-
ciones urbanizadoras de mayor envergadura e impacto, que producen una
mutación radical del modelo territorial, se sometan a un nuevo ejercicio
pleno de potestad de ordenación. Además, la Ley hace un tratamiento in-
novador de este proceso de evaluación y seguimiento, con el objeto de
integrar en él la consideración de los recursos e infraestructuras más im-
portantes. Esta integración favorecerá, a un tiempo, la utilidad de los pro-
cesos de que se trata y la celeridad de los procedimientos en los que se
insertan».

Procederemos a continuación a analizar, con especial atención a lo dispues-
to en el texto refundido de la Ley de suelo de 2008, algunas de las cuestio-
nes que reflejan la importante influencia medio ambiental en las competencias
urbanísticas, prestando atención singular, junto a las regulaciones autonómi-
cas de mayor relieve, a la Comunidad de Castilla y León.

2. EL RÉGIMEN DE DISTRIBUCIÓN COMPETENCIAL

La organización territorial del Estado español y el peculiar régimen de distri-
bución de competencias entre las distintas Administraciones que establece
nuestra Constitución ha dado lugar a que existan regulaciones de distintas
Administraciones sobre una misma realidad jurídica. dejando a un lado las
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competencias más reducidas —pues deben desarrollarse en los términos de
las legislaciones estatal y autonómicas— que sobre urbanismo y protección
del medio ambiente tienen los municipios, y las peculiaridades de la organi-
zación insular, conviene recordar, aunque sea muy resumidamente, cuál es el
sistema español de distribución de competencias en estas materias.

La Constitución española establece en su artículo 47 que los poderes públi-
cos deben regular la utilización del suelo de acuerdo con el interés general
para impedir la especulación y promover las condiciones necesarias para que
todos los españoles puedan disfrutar de una vivienda digna y adecuada. to-
dos los ciudadanos deberán participar de las plusvalías que genere la activi-
dad urbanística de los entes públicos. de acuerdo con el artículo 148.1.3.ª
CE, las Comunidades Autónomas pueden asumir la competencia para legis-
lar en ordenación del territorio, urbanismo y vivienda. todas las Comunidades
Autónomas han recogido en su Estatuto de Autonomía esa competencia y han
elaborado su propia legislación en la materia, lo que ha tenido lugar especial-
mente a partir de la stC 61/1997, de 20 de marzo, en la que se mantiene que,
desde el momento en que todas las Comunidades Autónomas han asumido la
competencia sobre una materia, el Estado ya no puede legislar para ellas con
carácter supletorio porque el artículo 149.3 CE no es una cláusula de atribu-
ción de competencias. sin embargo, como también ha dicho el tribunal Cons-
titucional en reiteradas ocasiones (sentencias 77/1984, 56/1986, 149/1991,
36/1994, 28/1997, 40/1998 y 149/1998), la competencia autonómica no es ab-
soluta, sino que debe respetar ciertas competencias exclusivas del Estado
que condicionan la ordenación territorial y urbanística que pueda efectuar una
Comunidad Autónoma. Entre las más importantes, podemos destacar las si-
guientes que aparecen recogidas en el artículo 149.1 CE: la regulación de las
condiciones básicas que garanticen la igualdad en el ejercicio de los derechos
y deberes constitucionales relacionados con el suelo en todo el territorio es-
tatal; la regulación de las bases y coordinación de la planificación general de
la actividad económica; la legislación sobre procedimiento administrativo co-
mún y expropiación forzosa; el sistema de responsabilidad de todas las Ad-
ministraciones Públicas;  la legislación básica sobre protección del medio
ambiente; puertos y aeropuertos de interés general; ferrocarriles y transportes
terrestres que transcurran por el territorio de más de una Comunidad Autóno-
ma; montes y vías pecuarias; ordenación de recursos y aprovechamientos hi-
dráulicos de aguas que transcurran por más de una Comunidad Autónoma;

Jesús del Olmo Alonso
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legislación de costas; etc. Como consecuencia de todo lo anterior en estos
momentos las Comunidades Autónomas disponen de sus propias normas de
ordenación del territorio y urbanismo (4), que conviven junto a la legislación es-
tatal en materia de suelo (recogida principalmente en el real decreto Legis-
lativo 2/2008, de 20 de junio, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley
de suelo, que unifica la Ley 8/2007, de 28 de mayo, de suelo, y los precep-
tos que todavía permanecían vigentes del real decreto Legislativo 1/1992,
de 26 de junio) y junto a diversas normas sectoriales. En todo caso, no hay que
olvidar que, sin perjuicio de que sus competencias sean principalmente de
ejecución, en materia urbanística los Ayuntamientos son los principales pro-
tagonistas de la gestión urbana (5).

Por otro lado, el artículo 45 CE configura el medio ambiente como un bien ju-
rídico de cuyo disfrute son titulares todos los ciudadanos y cuya conservación
es una obligación que comparten los poderes públicos y la sociedad en su
conjunto. Los poderes públicos velarán por la utilización racional de todos los
recursos naturales, con el objetivo de proteger y mejorar la calidad de vida, y
defender y restaurar el medio ambiente apoyándose en la indispensable soli-
daridad colectiva. Para su protección la Constitución insta al legislador a re-
gular un régimen sancionador, penal o administrativo, que siempre conllevará
la obligación de reparar el daño causado. La aplicación real de lo dispuesto en
este precepto es indirecta, pues como señala el art. 55.3 CE, nos encontramos
ante un principio rector de la política social y económica que deberá informar
la legislación positiva, la práctica judicial y la actuación de los poderes públi-
cos. Este derecho a un medio ambiente adecuado se protege, pues, median-
te la numerosa legislación básica del Estado que debe ser respetada y puede
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4.  Entre las más importantes de Castilla y León deben destacarse la Ley 10/1998, de 5 de diciembre, de Or-
denación del territorio, la Ley 3/2008, de 17 de junio, de aprobación de las directrices Esenciales de Ordena-
ción del territorio de Castilla y León, y la Ley 5/1999, de 8 de abril, de Urbanismo, desarrollada por el decreto
22/2004, de 29 de enero, por el que se aprueba el reglamento de Urbanismo de Castilla y León. sobre la evo-
lución de toda esta normativa es referencia obligada el trabajo de uno de sus mayores especialistas, MArinErO
PErAL, A.M.: «El derecho Urbanístico de Castilla y León: origen y evolución», en sÁnCHEZ GOyAnEs, E.
(dir.) y MArinErO PErAL A.M. y MELGOsA ArCOs, F.J. (Coords.): Derecho Urbanístico de Castilla y León,
3.ª edición, La Ley/El Consultor, Madrid, 2009, pp. 1 a 99.

5.  Véase a este respecto MArtín rEbOLLO, L.: «Competencias de los entes locales», en MArtín rEbO-
LLO, L. y bUstiLLO bOLAdO, r. (dirs.), Fundamentos de Derecho Urbanístico, 2 vols., Aranzadi, Cizur Me-
nor (navarra), 2009, pp. 209 a 222.
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ser complementada por las legislaciones autonómicas. Así, es el legislador
estatal el que, según el artículo 149.1.23.ª CE, tiene la competencia para dic-
tar la legislación básica sobre protección del medio ambiente, sin perjuicio de
que también las Comunidades Autónomas puedan dictar normas adicionales
o complementarias de protección en el ámbito de sus competencias, pudien-
do también asumir la gestión en materia de protección del medio ambiente
(artículo 148.1.9.ª CE) (6). Además, y dado que los recursos naturales son so-
portes físicos de una pluralidad de actuaciones públicas y privadas, la exis-
tencia de esta  competencia básica a  favor del Estado no  impide que  las
Comunidades Autónomas puedan desarrollar sus competencias en materias
como la ordenación del territorio y urbanismo, agricultura y ganadería, mon-
tes y aprovechamientos forestales, caza y pesca o comercio interior, entre
otras (por todas stC 102/1995). Como ha señalado el tribunal Constitucional
en sentencias 170/1989, 102/1995, 90/2000 y 306/2000, la legislación esta-
tal tiene, en materia de medio ambiente, carácter de mínimos, que deben res-
petarse  en  todo  caso,  pudiendo  las Comunidades Autónomas  establecer
niveles de protección más altos (7). Por poner simplemente algunos ejemplos
de esta legislación básica y sin desconocer la existencia cada vez mayor de
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6.  Esta última sí es una competencia exclusiva de las Comunidades Autónomas, por lo que los actos de eje-
cución de carácter estatal sólo resultan admisibles cuando concurran circunstancias excepcionales, como por
ejemplo cuando la intervención separada de las Comunidades Autónomas afectadas no permita salvaguardar
la eficacia de las medidas a tomar y resulte necesaria una decisión unitaria del Estado, amparada en razones
de seguridad, y grave y urgente necesidad (stC 329/1993, de 12 de noviembre). En situación de normalidad,
pues, las facultades ejecutivas o de gestión en materia de medio ambiente corresponden a las Comunidades
Autónomas dentro de su ámbito espacial (stC 102/1995). sobre la distribución de competencias en materia de
medio ambiente, con especial referencia a las competencias ejecutivas, puede verse una explicación resumi-
da en VErA JUrAdO, d.J.: «La Evaluación de impacto Ambiental y las competencias ejecutivas en materia de
medio ambiente: un análisis de la Jurisprudencia del tribunal Constitucional», en sOsA WAGnEr, F. (Coord.),
El Derecho Administrativo en el umbral del Siglo XXI. Homenaje al Profesor Dr. D. Ramón Martín Mateo, tomo
iii, tirant lo blanch, Valencia, 2000, pp. 3757 a 3766. 

7.  La stC 170/1989, de 19 de octubre, establece al respecto que «la legislación básica del Estado no cumple
en este caso una función de uniformidad relativa, sino más bien de ordenación mediante mínimos que han de
respetarse en todo caso, pero que pueden permitir que cada una de las Comunidades Autónomas, con com-
petencia en la materia, establezca niveles de protección más altos que no entrarían por sólo eso en contradic-
ción con la normativa básica del Estado». Ahora bien, lo que resulta constitucionalmente improcedente es que
dicha protección resulte restringida o disminuida (stC 166/2002). Esos mínimos han de comprender toda la nor-
mativa legal o reglamentaria que sea indispensable o necesaria para asegurar la protección del medio am-
biente en España. Aquí, en consecuencia, la legislación básica incluye tanto las normas con rango de Ley como
las reglamentarias dictadas en su desarrollo (stC 149/1991). Pero esa normativa indispensable debe ser la mí-
nima precisa para una adecuada protección del medio ambiente, pues debe dejarse un margen de desarrollo
de esa normativa básica a las Comunidades Autónomas (stC 102/1995).
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normas comunitarias y de convenios internacionales, podemos señalar algu-
nas de las múltiples normas ambientales dictadas por el Estado que tienen
importantes repercusiones sobre el urbanismo: el real decreto Legislativo
1/2008, de 11 de enero, de Evaluación de impacto Ambiental de Proyectos; la
Ley 11/1997, de 24 de abril, de Envases y residuos de Envases;  la Ley
10/1998, de 21 de abril, de residuos; la Ley 16/2002, de 1 de julio, de Pre-
vención y Control integrados de la Contaminación; la Ley 1/2005, de 9 de mar-
zo, que regula el régimen del comercio de derechos de emisión de gases de
efecto invernadero; la Ley 9/2006, de 28 de abril, sobre evaluación de los efec-
tos  de  determinados  planes  y  programas  en  el  medio  ambiente;  la  Ley
27/2006, de 18 de julio, por la que se regulan los derechos de acceso a la in-
formación, de participación pública y de acceso a la justicia en materia de me-
dio  ambiente;  la  Ley  26/2007,  de  23  de  octubre,  de  responsabilidad
Medioambiental; la Ley 34/2007, de 15 de noviembre, de calidad del aire y
protección de la atmósfera (8); la Ley 42/2007, de 13 de noviembre, del Patri-
monio natural y de la biodiversidad (9); la Ley 45/2007, de 13 de diciembre, pa-
ra el desarrollo sostenible del medio rural; etc. Por su parte, las Comunidades
Autónomas han dictado un elevado número de disposiciones, que aquí no po-
demos señalar (10). En fin, los Ayuntamientos tienen también competencias
ejecutivas o de gestión en materia de protección del medio ambiente, pero en
este caso su protagonismo es menor que en el ámbito urbanístico.

Como se ha afirmado desde el principio, dado que urbanismo y medio am-
biente en el momento actual son dos realidades jurídicas con estrecha relación
entre sí, habrá que tener presentes ambas regulaciones que, en general, no
son contradictorias sino complementarias. Existe una fuerte interrelación en-
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8.  Ley que deroga la Ley 38/1972, de 22 de diciembre, de Protección del Ambiente Atmosférico, y, también, sal-
vo para las Comunidades y Ciudades Autónomas que no tengan normativa aprobada en la materia, el decre-
to 2414/1961, de 30 de noviembre, por el que se aprobó el reglamento de Actividades Molestas, insalubres,
nocivas y Peligrosas.

9.  sustituye a la Ley 4/1989, de 27 de marzo, de Conservación de los Espacios naturales y de la Flora y Fau-
na silvestres. su artículo 4 afirma que el patrimonio natural y la biodiversidad desempeñan una función social
relevante por su estrecha vinculación con el desarrollo, la salud y el bienestar de las personas, y por su apor-
tación al desarrollo social y económico.

10.  destaquemos en Castilla y León, entre otras muchas, la Ley 11/2003, de 8 de abril, de Prevención Am-
biental, y la Ley 8/1991, de 10 de mayo, de Espacios naturales Protegidos.
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tre la regulación jurídica del urbanismo y la del medio ambiente. La regulación
ambiental no puede ser desconocida por la regulación urbanística y, en con-
secuencia, la protección del medio ambiente condiciona cualquier desarrollo
urbanístico. La legislación urbanística más reciente apuesta claramente por el
principio de urbanismo sostenible y sitúa la legislación ambiental como uno
de los límites que permite controlar la discrecionalidad administrativa sobre el
planeamiento urbanístico.

3. LA APLICACIÓN AL URBANISMO DE LOS PRINCIPIOS
GENERALES DEL DERECHO AMBIENTAL

de acuerdo con el artículo 174.2 del tratado de la Comunidad Europea (ar-
tículo iii-235 del tratado por el que se establecía una Constitución para Eu-
ropa), la política medioambiental de la Unión tendrá como objetivo un nivel
elevado de protección, teniendo presente la diversidad de situaciones exis-
tentes en las distintas regiones de la Unión. se basará en los principios de
cautela o precaución y de acción preventiva, en el principio de corrección de
daños al medio ambiente, preferentemente en el origen, y en el principio de
que quien contamina paga.

Estos principios tienen su origen en el derecho Comunitario, inspirado en mu-
chas ocasiones en distintos convenios internacionales, pero todos se pueden
deducir del artículo 45 de la Constitución Española, que, como hemos dicho,
obliga a los poderes públicos a velar en todas sus actuaciones por la utiliza-
ción racional de todos los recursos naturales, con el objetivo de defender y
restaurar el medio ambiente, estableciendo un régimen sancionador que obli-
gue a reparar el daño causado.

Entre ellos podemos hablar del principio de precaución o cautela, según el
cual, cuando haya peligro de daño grave o irreversible, la falta de certeza cien-
tífica absoluta no debe utilizarse como razón para postergar la adopción de
medidas efectivas para impedir la degradación del medio ambiente. Por tan-
to, en caso de duda sobre la efectividad de los remedios o cuando los riesgos
son muy importantes, hay que actuar para prevenir. también podemos seña-
lar el principio de prevención, en virtud del cual las Administraciones públicas
deben orientar su actividad a evitar los daños ambientales antes de que és-
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tos se produzcan, pues entonces su reparación es con frecuencia difícil o im-
posible. Otros principios a tener en cuenta son el de la toma en consideración
del medio ambiente en todas las políticas o decisiones administrativas y el
principio de corrección de los atentados al medio ambiente, preferentemente
en la fuente u origen, que prioriza las medidas que atajan la contaminación an-
tes de su emisión al ambiente, frente a aquellas que actúan sobre la conta-
minación ya producida (11).

de los principios generales del derecho ambiental, podemos señalar como
especialmente importante el relativo a la obligación de reparar el daño cau-
sado. La obligación de restituir los perjuicios derivados de las actuaciones con-
tra el medio ambiente (art. 45.3 CE) hace efectivo el principio de que «quien
contamina paga», al trasladar los costes derivados de la reparación de los da-
ños medioambientales desde la sociedad hasta los operadores económicos
beneficiarios de la explotación de los recursos naturales. Los costes de la con-
taminación han de imputarse, pues, al «agente contaminante». Esa respon-
sabilidad ha derivado frecuentemente de la comisión de una infracción penal
o administrativa, y junto a la sanción correspondiente se impone la obligación
de reponer la situación alterada a su estado originario y de indemnizar los da-
ños y perjuicios causados (12). Ahora bien, para los casos no constitutivos de
infracción tradicionalmente se acudía al sistema de responsabilidad civil extra-
contractual previsto en el artículo 1902 del Código Civil, que exigía la exis-
tencia  de  culpa  o  negligencia  en  el  responsable  del  hecho  dañoso.  sin
embargo, se ha demostrado que ese modelo jurídico tradicional no ha sido
capaz de prevenir la producción reiterada de accidentes de diversa naturale-
za que han tenido gravísimas consecuencias para el entorno natural. Ello ha
puesto de manifiesto la necesidad de contar con una legislación ambiental
que instrumente nuevos sistemas de responsabilidad que prevengan eficaz-
mente los daños medioambientales y, para los casos en los que estos lleguen
a producirse, aseguren una rápida y adecuada reparación. Este fue el objeti-
vo de la directiva 2004/35/CE, de 21 de abril del 2004, sobre responsabilidad
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11.  de acuerdo con su artículo 4, la aplicación de la Ley de calidad del aire y protección de la atmósfera se ba-
sará en los principios de cautela y acción preventiva, de corrección de la contaminación en la fuente misma y
de quien contamina paga.

12.  Véanse los artículos 109 y 110 del Código Penal y 130.2 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre.
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ambiental en relación con la prevención y reparación de daños ambientales,
que ha sido incorporada a nuestro sistema jurídico por la Ley 26/2007, de 23
de octubre, de responsabilidad Medioambiental, la cual pretende introducir un
régimen administrativo de responsabilidad ambiental de carácter  ilimitado y
objetivo (13), basado en los principios de prevención y de que «quien contami-
na paga». El desarrollo reglamentario de la Ley se ha llevado a cabo parcial-
mente por el real decreto 2090/2008, de 22 de diciembre. La responsabilidad
que esta Ley establece es compatible con las penas o sanciones administra-
tivas que proceda imponer por los mismos hechos que hubieren originado
aquella —art. 6—. El principio «quien contamina paga», confirmado por el tri-
bunal Constitucional en la sentencia 179/1996, de 13 de junio, ha sido aplica-
do en innumerables ocasiones por nuestros tribunales (14).

tres son los principios generales del derecho ambiental que están recogidos
claramente en normas urbanísticas. El principio de participación pública, al
que luego nos referiremos, el principio de obligación de reparar el daño

causado, que todas las normativas urbanísticas sobre régimen sancionador
recogen (15), y el principio de desarrollo sostenible, que ha sido reciente-
mente introducido en algunas normas urbanísticas como intento para frenar
ciertos procesos urbanísticos que se han desarrollado sin control. Por otra
parte, la Ley 42/2007, de 13 de diciembre, del Patrimonio natural y la biodiver-
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13.  se trata, como adelanta la Exposición de Motivos de la Ley, de un régimen administrativo en la medida en
que instituye todo un conjunto de potestades administrativas con cuyo ejercicio la Administración pública debe
garantizar el cumplimiento de la Ley y la aplicación del régimen de responsabilidad que incorpora, con lo que
se separa de la responsabilidad civil clásica en la que los conflictos entre el causante del daño y el perjudica-
do se dirimen en sede judicial. La responsabilidad medioambiental es, además, una responsabilidad ilimitada,
pues el contenido de la obligación de reparación (o, en su caso, de prevención) que asume el operador res-
ponsable consiste en devolver los recursos naturales dañados a su estado original, sufragando el total de los
costes a los que asciendan las correspondientes acciones preventivas o reparadoras, y no solamente impo-
niendo una mera indemnización dineraria. Finalmente, nos encontramos ante una responsabilidad objetiva, en
la que las obligaciones de actuación se imponen al operador al margen de cualquier culpa, dolo o negligencia
que haya podido existir en su comportamiento.

14.  Véanse, por ejemplo, la sentencia de la Audiencia nacional de 18 de mayo de 2005, Ar. 238933, y la sts
de 22 de noviembre de 2004, Ar. 2005\20, sobre el caso Aznalcóllar.

15.  Véanse, por ejemplo, los artículos 117.4 y 118 de la Ley 5/1999, de 8 de abril, de Urbanismo de Castilla y
León, y 335 y siguientes de su reglamento aprobado por decreto 22/2004, de 29 de enero; 202, 203 y 212 de
la Ley 9/2001, de 17 de julio, del suelo de la Comunidad de Madrid; o 182 y 184.5 del decreto Legislativo
1/2004, de 28 de diciembre de 2004, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley de Ordenación del te-
rritorio y de la Actividad Urbanística en Castilla-La Mancha.
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sidad califica como uno de sus principios inspiradores el de la prevalencia de
la protección ambiental sobre la ordenación territorial y urbanística [art. 2.f)].

Como ya hemos señalado en la introducción, al principio de desarrollo urba-
nístico sostenible se refiere el real decreto Legislativo 2/2008, de 20 de junio,
por el que se aprueba el texto refundido de la Ley de suelo (Ls08), que en su
Exposición  de Motivos,  reiterando  lo  dispuesto  anteriormente  por  la  Ley
8/2007, de 28 de mayo, considera: «hoy parece claro que el urbanismo debe
responder a los requerimientos de un desarrollo sostenible, minimizando el
impacto de aquel crecimiento y apostando por la regeneración de la ciudad
existente». Este nuevo texto legal, sigue recordando, en su artículo 5, el de-
ber de todo ciudadano de respetar y contribuir a preservar el medio ambien-
te, y el de cumplir los requisitos y condiciones a que la legislación sujete las
actividades molestas, insalubres, nocivas y peligrosas, empleando en ellas en
cada momento las mejores técnicas disponibles conforme a la normativa apli-
cable. Pero lo más novedoso e importante de la Ley es su artículo 2, que re-
coge el principio de desarrollo territorial y urbano sostenible, en virtud del
cual las políticas públicas relativas a la regulación, ordenación, ocupación,
transformación y uso del suelo tienen como fin común la utilización de este re-
curso conforme al interés general y según el principio de desarrollo sostenible.
Para ello, dichas políticas deben propiciar un uso racional de los recursos na-
turales, armonizando los requerimientos de la economía, el empleo, la cohe-
sión social, la igualdad de trato y de oportunidades entre mujeres y hombres,
la salud y la seguridad de las personas y la protección del medio ambiente,
contribuyendo a la prevención y reducción de la contaminación.

nos encontramos ante un principio orientador —un tanto idealista en estos
momentos y que recuerda muchos de los preceptos constitucionales que no
son fáciles de aplicar en la práctica—, cuyos objetivos deben ser realmente
prioritarios para los poderes públicos. Para articular el logro de estos objetivos
desde la órbita del urbanismo, los poderes públicos competentes en materia
de ordenación territorial y urbanística deben perseguir tres propósitos en el
momento de fijar sus modelos territoriales: la eficacia de las medidas de con-
servación y mejora de la naturaleza, la flora, la fauna, el patrimonio cultural y
el paisaje; la protección del medio rural y la preservación de los valores del
suelo necesariamente incompatibles con las necesidades de transformación
urbanística; y el establecimiento de un medio urbano con una eficiente ocu-
pación del suelo, dotado suficientemente de servicios e infraestructuras y en
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el que los usos se combinen e implanten de forma funcional. En consecuen-
cia, deberán adoptar las medidas de ordenación territorial y urbanística que
procedan para asegurar un desarrollo urbanístico equilibrado, favoreciendo o
conteniendo, según proceda, los procesos de ocupación y transformación del
suelo y buscando un modelo urbanístico que consuma el suelo realmente ne-
cesario. deberemos estar atentos a las medidas concretas que el Gobierno
ponga en marcha en uso de la autorización parlamentaria para el desarrollo
de la Ley, a la que se refiere la disposición Final segunda del real decreto
Legislativo.

Al desarrollo urbanístico sostenible se han referido, con anterioridad a la nue-
va Ley del suelo, algunas legislaciones autonómicas recientes. Así, el artícu-
lo 3 del decreto Legislativo 1/2005, de 26 de julio, por el que se aprueba el
texto refundido de la Ley de Urbanismo de Cataluña (16), lo define como la uti-
lización racional del territorio y el medio ambiente, que comporta combinar las
necesidades de crecimiento con la preservación de los recursos naturales y de
los valores paisajísticos, arqueológicos, históricos y culturales, en orden a ga-
rantizar la calidad de vida de las generaciones presentes y futuras. ya que el
suelo es un recurso limitado, un desarrollo urbanístico sostenible implica la
configuración de modelos de ocupación del suelo que eviten la dispersión te-
rritorial, favorezcan la cohesión social, consideren la rehabilitación y la reno-
vación en suelo urbano, atiendan la preservación y la mejora de los sistemas
de vida tradicionales en las áreas rurales y consoliden un modelo de territorio
globalmente eficiente. de manera similar, el artículo 3 de la Ley 2/2006, de 30
de junio, de suelo y Urbanismo del País Vasco, dispone que la función públi-
ca urbanística debe asegurar el uso racional y sostenible de los recursos na-
turales y definir un modelo territorial que propicie los procesos de producción
y consumo favorecedores del carácter sostenible y duradero del desarrollo
económico y social, y promueva la integración de las exigencias propias del
medio ambiente en las políticas públicas y en las actividades privadas para sal-
vaguardar la transmisión intergeneracional de un patrimonio colectivo, natural
y urbano, saludable y equilibrado. Pese a ser éste un principio general que
debe orientar la actuación urbanística de los poderes públicos, el legislador del
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País Vasco concreta varias manifestaciones prácticas de este principio, al afir-
mar que la ordenación urbanística deberá orientarse a: 

«a) La sostenibilidad ambiental, al objeto de que el consumo de los re-
cursos hídricos y energéticos renovables no supere la capacidad de los
ecosistemas para reponerlos y el ritmo de consumo de los recursos no re-
novables no supere el ritmo de sustitución de los recursos renovables du-
raderos, evitando igualmente que el ritmo de emisión de contaminantes
supere la capacidad del aire, del agua y del suelo para absorberlos y pro-
cesarlos. A tal fin, la ordenación urbanística fomentará la utilización y apro-
vechamiento de energías renovables, la eficiencia energética, la
minimización de producción de residuos y el ahorro de recursos naturales
en los sistemas urbanos.

b) La protección de los recursos naturales propios del suelo, tanto por sus
valores productivos como por ser referencia para la estrategia local de
desarrollo urbanístico sostenible.

c) La ocupación sostenible del suelo, que contemple su rehabilitación y
reutilización, así como el uso de las viviendas vacías, como opción prefe-
rente sobre el nuevo crecimiento, evitando la segregación y dispersión ur-
bana para posibilitar el mantenimiento de la función primaria del territorio
como base de la protección de los valores ambientales de los espacios
urbanos, rurales y naturales y de la correcta integración y cohesión espa-
cial de los diversos usos o actividades con el fin de reducir la generación
de movilidad.

d) La construcción sostenible mediante la rehabilitación, dando prioridad
a la regeneración del patrimonio construido y urbanizado en los núcleos
originarios de la localidad y a la utilización de las viviendas vacías.

e) La movilidad sostenible, orientada a reducir el uso forzado e innece-
sario de los vehículos motorizados, dando prioridad a los medios de trans-
porte respetuosos con el medio ambiente, mediante la planificación de su
uso combinado».

En Castilla León, también la Ley 5/1999, de 8 de abril, de Urbanismo de

Castilla y León promueve un desarrollo urbano sostenible. La Exposición de
Motivos recoge entre los objetivos de la Ley el de incorporar a la actividad ur-
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banística, entre otros, el principio de protección del medio ambiente y del pa-
trimonio. En este sentido manifiesta: «No es fácil traducir en legislación estas
intenciones, cuando el contexto social aún identifica desarrollo económico con
urbanización, progreso social con producción y consumo de usos urbanos.
Sin embargo esta Ley aborda con especial interés la relación entre urbanismo,
desarrollo sostenible y cohesión social, y asumiendo los principios recogidos
en los Títulos XIV y XVI del Tratado de la Unión Europea y en otros docu-
mentos como la Declaración de Río, el Libro Verde del Medio Ambiente Ur-
bano o la Carta Europea de las Ciudades Sostenibles, considera que el suelo,
el territorio, es un patrimonio colectivo que ha de ser utilizado de forma equi-
librada y sostenible para legarlo a las generaciones futuras». Asimismo, el ar-

tículo 4 de la Ley entiende que la actividad urbanística pública debe favorecer
en Castilla y León el establecimiento de una ordenación urbanística guiada
por el principio de desarrollo sostenible, para lo que deberá favorecerse:

«1.º El desarrollo territorial y urbano equilibrado y solidario, basado en el
uso racional de los recursos naturales y orientado a la articulación e inte-
gración del término municipal a escala de Castilla y León, de España y de
la Unión Europea.

2.º El progreso social y económico, mediante la modernización de in-
fraestructuras y equipamientos y la regulación del uso del suelo para fa-
vorecer la funcionalidad del tejido productivo, la atracción de nuevas
inversiones y la capacidad para incorporar las innovaciones tecnológicas.

3.º El cumplimiento del derecho constitucional a disfrutar de una vivienda
digna, adecuada y accesible para todas las personas, libre de ruido y otras
inmisiones contaminantes, y emplazada en un entorno urbano adecuado.

4.º La cohesión social de la población, mediante la mezcla equilibrada de
usos, actividades y grupos sociales, la integración de los sistemas e in-
fraestructuras de transporte y la previsión de las dotaciones necesarias
en condiciones óptimas de accesibilidad y funcionalidad.

5.º La mejora de la calidad de vida de la población, mediante la preven-
ción de riesgos naturales y tecnológicos, la prestación de servicios esen-
ciales, el control de densidad y la rehabilitación de áreas urbanas
degradadas.
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6.º La igualdad de trato y de oportunidades para todas las personas, me-
diante el libre acceso a la información, el fomento de la participación so-
cial y la sensibilidad con las peculiaridades locales y los grupos sociales
menos favorecidos.

7.º La protección del medio ambiente, incluida la conservación y, en ca-
so necesario, la recuperación y mejora del aire, el agua, los espacios na-
turales, la fauna, la flora y en general de las condiciones ambientales
adecuadas.

8.º La prevención de la contaminación y la limitación de sus efectos so-
bre la salud y el medio ambiente, fomentando el transporte público, la mo-
vilidad sostenible, la eficiencia energética, las energías renovables y el
desarrollo urbano compacto.

9.º La protección del patrimonio cultural y del paisaje, mediante la con-
servación y recuperación del patrimonio arqueológico, los espacios urba-
nos relevantes, los elementos y tipos arquitectónicos singulares y los
demás bienes de interés cultural.

10.º La protección del medio rural, incluida la preservación y puesta en va-
lor del suelo rústico, los paisajes de interés cultural e histórico, el patri-
monio etnológico y las formas tradicionales de ocupación humana del
territorio.

11.º La mejora de la calidad urbana, mediante normas que favorezcan la
continuidad y armonía del espacio urbano e impidan una inadecuada con-
centración de usos o actividades, o la abusiva repetición de soluciones ur-
banísticas».

Es más, las Directrices Esenciales de Ordenación del Territorio de Casti-

lla y León, aprobadas por Ley 3/2008, de 17 de junio, además de reflejar
continuamente la idea de sostenibilidad en el desarrollo territorial de la Co-
munidad Autónoma, promueven el fomento del desarrollo sostenible no sólo
a nivel de ordenación territorial sino también en el ámbito urbanístico. de es-
ta forma la Directriz 5.6 afirma que «para fomentar un urbanismo más soste-
nible, los instrumentos de planificación urbanística, territorial y sectorial
promoverán un uso sostenible del territorio, evitando el consumo innecesario
de suelo y garantizando que la acción transformadora sea respetuosa con el
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medio. Para ello, se llevará a cabo una evaluación correcta de sus efectos y
externalidades, y se aplicarán las siguientes estrategias:

a) Impulsar estrategias urbanísticas para la recuperación de los espacios
consolidados, en particular de los tejidos históricos, dando prioridad al
desarrollo de nuevas áreas.

b) Administrar la densidad de lo edificado, con respeto a sus valores tradi-
cionales, fomentando espacios urbanos compactos y crecimientos conti-
nuos a los centros urbanos, y garantizando una red de espacios públicos
idónea para favorecer la cohesión social de los barrios.

c) Desarrollar sistemas públicos de transporte, al servicio de unidades urba-
nas homogéneas, y moderar el acceso a espacios centrales con sistemas
periféricos de aparcamiento e intercambio.

d) Garantizar que la entrada en servicio de los equipamientos y las infraes-
tructuras de servicios básicos es previa o simultánea a la incorporación
de nuevos desarrollos urbanos.

e) Fomentar la adaptación del diseño urbano a las condiciones locales del
medio ambiente y del paisaje, apoyándose en tejidos urbanos complejos
con mezcla de actividades y usos».

Habrá que ver qué efectos jurisprudenciales se derivan de este principio, pe-
ro lo cierto es que su formulación obliga al planificador urbanístico a justificar
sus decisiones en torno a la idea de sostenibilidad. El principio de desarrollo
urbanístico sostenible puede y debe jugar, por tanto, como otro de los ele-
mentos que permitan un control en la discrecionalidad del planeamiento (17).
Existe un instrumento clave en este sentido que es la evaluación ambiental de
planes y programas que sucintamente vamos a ver a continuación. debemos,
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sin embargo, ser conscientes de la dificultad de aplicación real y efectiva de
este principio, que no siempre es compatible con el logro de beneficios eco-
nómicos a corto plazo.

4. EVALUACIÓN MEDIOAMBIENTAL

Partiendo del mecanismo creado por la nEPA, Nature Environmental Protec-
tion Act, norteamericana de 1969, y en desarrollo de la normativa europea de
protección ambiental, el legislador español aprobó el real decreto Legislati-
vo 1302/1986, de 28 de junio, sobre Evaluación de impacto Ambiental (18). Es-
te  texto  legal,  modificado  en  varias  ocasiones,  fue  desarrollado  por  su
reglamento, aprobado por real decreto 1131/1988, de 30 de septiembre y por
la numerosa legislación autonómica complementaria. Ante las numerosas mo-
dificaciones sufridas por el real decreto Legislativo 1302/1986, la disposición
Final séptima de la Ley 34/2007, de 15 de noviembre, de calidad del aire y pro-
tección de la atmósfera, ordenó al Gobierno que elaborase, en el plazo de un
año desde la entrada en vigor de la Ley, un texto refundido de las disposicio-
nes legales vigentes en materia de evaluación de impacto ambiental. Por ello,
el Consejo de Ministros aprobó el 11 de enero de 2008 el Real Decreto Le-

gislativo 1/2008, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley de

Evaluación de Impacto Ambiental de Proyectos (EIA). En el momento de
escribir estas líneas existe un Proyecto de Ley (19) de modificación de este tex-
to refundido con el fin de introducir determinados ajustes en aras a lograr una
tramitación más ágil y eficaz de los procedimientos.

La EiA es un procedimiento de análisis previo de los efectos que sobre el me-
dio ambiente puede tener una obra pública en proyecto o una actividad que re-
quiere autorización administrativa. Es, según el artículo 2.1 del real decreto
Legislativo 1/2008, «el conjunto de estudios y análisis técnicos que permiten
estimar los efectos que la ejecución de un determinado proyecto puede cau-
sar sobre el medio ambiente». su finalidad es, pues, preventiva, ya que pre-
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tende determinar si la obra o actividad proyectada es compatible con la pro-
tección del medio ambiente y en qué condiciones, según la legislación que lo
tutela y los estándares admisibles. Constituye por tanto, según la Exposición
de Motivos de la Ley, el instrumento más adecuado para la preservación de los
recursos naturales y la defensa del medio ambiente. En palabras del tribunal
Constitucional en su sentencia 13/1998 la evaluación de impacto ambiental
es un instrumento de tutela ambiental preventiva «que sirve para preservar
los recursos naturales y defender el medio ambiente en los países industria-
lizados. Su finalidad propia es facilitar a las autoridades competentes la infor-
mación adecuada, que les permita decidir sobre un determinado proyecto con
pleno conocimiento de sus posibles impactos significativos en el medio am-
biente (Preámbulo de las Directivas 85/337/CEE y 97/11/CEE y del Real De-
creto Legislativo 1302/1986). La legislación ofrece a los poderes públicos, de
esta forma, un instrumento para cumplir su deber de cohonestar el desarrollo
económico con la protección del medio ambiente (STC 64/1982)».

de acuerdo con sus normas reguladoras, la EiA constituye un trámite, bas-
tante complejo y con frecuencia dilatado, que se inserta en el procedimiento
administrativo relativo a la aprobación del proyecto de obra o autorización de
la actividad considerada y que incluye siempre un trámite de información pú-
blica. El procedimiento de estudio de impacto ambiental es aplicable sólo a
los proyectos y actividades de mayor riesgo para el medio ambiente, ya sean
públicos o privados, que se relacionan en la legislación estatal y autonómica.
Los proyectos incluidos en el Anexo i del real decreto han de sujetarse ne-
cesariamente al procedimiento de EiA (ciertos proyectos de transformación
del uso del suelo que impliquen eliminación de la cubierta vegetal arbustiva,
proyectos de agricultura intensiva, instalaciones de ganadería intensiva, cier-
tas explotaciones extractivas, minería subterránea, dragados fluviales o ma-
rinos y extracciones de petróleo y gas natural de cierta importancia, refinerías
de petróleo, centrales térmicas y nucleares, parques eólicos con más de cin-
cuenta aerogeneradores, plantas siderúrgicas y ciertas instalaciones para la
producción de metales, industrias químicas, petroquímicas y textiles, proyec-
tos de infraestructuras terrestres, marítimas o aéreas, proyectos de ingeniería
hidráulica, instalaciones de incineración de residuos, pistas de esquí, parques
temáticos, y un largo etcétera). Por otra parte, el Anexo ii incluye otra serie de
proyectos, cuyo sometimiento a EiA debe ser decidido por la Administración
ambiental competente en cada caso (ciertas actividades agrícolas, industrias
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de productos alimenticios, ciertas actividades no incluidas en el Anexo i rela-
cionadas con la industria extractiva, energética, siderúrgica o química, los pro-
yectos de zonas  industriales,  proyectos de urbanizaciones,  incluyendo  la
construcción de centros comerciales y aparcamientos, obras de alimentación
artificial de playas de cierta envergadura, recuperación de tierras al mar, etc.).
igualmente, dicha Administración evaluará el sometimiento a EiA de cualquier
otro proyecto no incluido en el  que pueda afectar directa o indirectamente a
los espacios de la red Ecológica Europea natura 2000. Finalmente, las Co-
munidades Autónomas pueden, en sus ámbitos territoriales, establecer la exi-
gencia de EiA para proyectos que no estarían sujetos a ella por la legislación
estatal. En Castilla y León, el procedimiento de evaluación de impacto am-
biental aparece regulado en los artículos 45 a 57 de la Ley 11/2003, de 8 de

abril, de Prevención Ambiental de Castilla y León. Excepcionalmente, el
Consejo de Ministros —o el órgano autonómico competente— podrá, mediante
acuerdo motivado que deberá publicarse en el diario oficial, excluir un pro-
yecto determinado de evaluación de impacto.

La stC 13/1998, de 22 de enero, confirma que la evaluación de impacto am-
biental no puede caracterizarse como instrumento de ejecución o gestión en
materia de medio ambiente, por lo que su realización corresponde a la Admi-
nistración en que resida la competencia sustantiva para realizar la obra o au-
torizar el proyecto. dentro de ésta, el órgano competente para realizar la obra
o autorizar el proyecto (órgano sustantivo (20)) inicia el procedimiento con la
definición del proyecto que se pretende realizar. A continuación el propio titu-
lar o promotor del proyecto —circunstancia ésta que hace dudar de la objeti-
vidad e imparcialidad del procedimiento—, con la información suministrada
por la Administración, realiza por sus propios medios o a través de una em-
presa especializada un estudio de impacto ambiental (21) que es sometido a
información pública. Los resultados de este estudio, junto con los informes
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20.  El proyecto de Ley da una nueva definición de órgano sustantivo como aquél «órgano de la Administración
pública estatal, autonómica o local competente para autorizar, para aprobar o, en su caso, para controlar la ac-
tividad a través de la declaración responsable o comunicación de los proyectos que deban someterse a eva-
luación de impacto ambiental».

21.  sobre los contenidos de este estudio véanse los artículos 7 de la Ley de Evaluación de impacto Ambien-
tal de Proyectos y 7 a 12 del reglamento de 1988, que rige, hasta que vea la luz un nuevo reglamento, en lo
que no sea incompatible con la nueva Ley.
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que resulten necesarios y las alegaciones presentadas en dicho periodo, se
transmiten por el órgano sustantivo al órgano competente en materia de me-
dio ambiente (órgano ambiental) para que, tras su examen, formule su pro-
puesta de declaración de impacto ambiental. Previamente, el órgano ambiental
podrá requerir al promotor del proyecto para que complete el estudio (artícu-
lo 17 del reglamento). dicha declaración determinará, a los solos efectos am-
bientales, la conveniencia o no de realizar el proyecto y, en caso afirmativo,
fijará las condiciones en que debe realizarse. Podrá, por tanto, ser negativa,
positiva o positiva pero condicionada, teniendo entonces por objeto determi-
nar las condiciones correctoras que deban establecerse, en su caso, sobre el
proyecto en orden a la adecuada protección del medio ambiente y los recur-
sos naturales que pudieran verse afectados. Una vez emitida, el órgano am-
biental la remitirá al órgano sustantivo para que continúe con el procedimiento
de autorización del proyecto presentado.

La sts de 17 de noviembre de 1998, Ar. 10522, establece que la EiA es un
acto de trámite que sólo excepcionalmente podrá ser recurrido al margen de
la resolución final en que se integra, pues la declaración de impacto ambien-
tal no se configura como un acto autorizatorio más que deba unirse a otro u
otros, sino que es un juicio de la autoridad competente en materia de medio
ambiente sobre la conveniencia ambiental del proyecto, que sirve como ele-
mento de valoración para la eventual concesión de la autorización por el ór-
gano competente de la Administración (22). En consecuencia, no se trata de un
procedimiento sustantivo independiente sino de un acto instrumental con res-
pecto a la decisión final, cuyo resultado no condiciona la decisión que ponga
fin al procedimiento, pues no constituye la decisión última de la Administra-
ción sobre la conveniencia de la ejecución del proyecto, ni tampoco sobre las
condiciones ambientales a que éste haya de sujetarse. En consecuencia esa
decisión corresponde, en último lugar, al órgano competente para realizar la
obra o autorizar el proyecto, que puede discrepar de él (sts de 24 de no-
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22.  Esta doctrina se recoge también en la sentencia del tribunal supremo de 15 de marzo de 2006, Ar. 1005, la
cual recoge la doctrina jurisprudencial sobre el valor de la declaración de impacto Ambiental. Véase el artículo 39
de la Ley 11/2006, de 14 de septiembre, de evaluaciones de impacto ambiental y evaluaciones ambientales es-
tratégicas en las illes balears. Por otro lado, debe tenerse presente que <http://noticias.juridicas.com/external/
disp.php?> esa autorización que, en ocasiones, podrá integrarse junto a otras que también resulten preceptivas
mediante el procedimiento de autorización ambiental integrada al que haremos referencia más adelante.
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viembre de 2003, Ar. 8618, y sAn de 14 de junio de 2006, Ar. 191812 (23)). Es-
te  criterio  ha  sido mantenido  por  la  sts  de  29  de mayo  de  2009  (rec.
1945/2007), que considera que la declaración de impacto ambiental no es un
acto de trámite cualificado y, por tanto, no es susceptible de recurso autóno-
mo o independiente de la resolución final del procedimiento de autorización de
obra o actividad. La declaración de impacto ambiental tiene, por tanto, un ca-
rácter instrumental o medial respecto a la decisión final. Lo que ocurre es que,
en estos casos, el órgano sustantivo deberá motivar por qué, en su decisión
final, se aparta de la declaración negativa o positiva con condiciones, y ello
contribuirá a facilitar el control judicial (24) de la decisión final que, al existir dis-
crepancia, deberá ser adoptada por el Consejo de Ministros o el Consejo de
Gobierno de la Comunidad Autónoma, en función de la Administración que re-
sulte en cada caso competente (artículo 13 de la Ley de Evaluación de impacto
Ambiental de Proyectos y 53 de la Ley de Prevención Ambiental de Castilla y
León). La desconsideración, sin motivación alguna, de una declaración de im-
pacto Ambiental supondría una clara arbitrariedad.

Lo que sí es la EiA es un trámite esencial del procedimiento autorizatorio, por
lo que su omisión provoca, de acuerdo con el art. 62.1.e) LrJ-PAC (25), la nu-
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23.  Véanse el análisis jurisprudencial y los comentarios que realiza en este sentido GOnZÁLEZ-VArAs ibÁ-
ÑEZ en Urbanismo y Ordenación del Territorio, 4.ª edición, Aranzadi, Pamplona, 2007, pp. 471 a 476.

24.  Véase la sts de 29 de noviembre de 2006, Ar. 2007\8317, en la que el Consejo de Gobierno resuelve las
discrepancias surgidas entre Administraciones. Como acertadamente sostiene GOnZÁLEZ-VArAs la decla-
ración de impacto ambiental no debe marginarse, pues constituye un elemento de legalidad sobre la necesi-
dad de aplicar las normas en que se basa. Esa falta de vinculatoriedad de la declaración no afecta a los órganos
judiciales que podrían inclinarse por el resultado de otros informes, pues lo importante son los contenidos y mo-
tivaciones de los mismos (sts de 14 de junio de 1999 y Auto del tribunal superior de Justicia de la Comuni-
dad Valenciana de 15 de enero de 2007). Urbanismo y Ordenación del Territorio, ob. cit. pp. 475 y 476. sobre
la necesidad de motivación del órgano sustantivo en caso de discrepancia, téngase en cuenta la sts de 22 de
febrero de 2005, Ar. 2601, que relaciona el deber de motivación de las Administraciones Públicas con el prin-
cipio de buena Administración al que éstas están sometidas y con el deber de servicio objetivo a los intereses
generales.

25.  no obstante, téngase en cuenta cómo, por ejemplo, el artículo 36 de la Ley 2/2002, de 19 de junio, de Eva-
luación Ambiental de la Comunidad de Madrid, llega a decir:

«1. La Declaración de Impacto Ambiental favorable constituye requisito previo e indispensable para el otorga-
miento de cualquiera de las autorizaciones o licencias que los proyectos o actividades sometidos a Evaluación
de Impacto Ambiental precisen para su ejecución, siendo, asimismo, el contenido de dicha Declaración de Im-
pacto Ambiental vinculante para tales autorizaciones o licencias.

2. Las licencias o autorizaciones otorgadas contraviniendo lo dispuesto en el apartado anterior serán nulas de
pleno derecho».
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lidad de pleno derecho de la resolución final (sts de 29 de octubre de 2002,
Ar. 10186). Es más, según el artículo 20 de la Ley de Evaluación de impacto
Ambiental de Proyectos, la ejecución de un proyecto que deba someterse a
evaluación de impacto ambiental sin haber obtenido previamente la corres-
pondiente declaración de impacto ambiental (o, en el caso de los proyectos a
que se refiere el Anexo ii, sin haber obtenido previamente la decisión de no so-
metimiento a EiA), constituye infracción muy grave y deberá suspenderse su
ejecución, pudiendo el órgano competente para resolver el procedimiento san-
cionador acordar la adopción de medidas provisionales que aseguren la efi-
cacia de la resolución final (artículos 20 y 22 de la Ley de Evaluación Ambiental
de Proyectos).

Asimismo, la sentencia del tribunal superior de Justicia de la Comunidad de
Madrid de 12 de marzo de 2007, Ar. 203631, ha afirmado que «conforme al
apartado 2 del artículo 130 R. del Tratado constitutivo de la Comunidad Euro-
pea, la política de la Comunidad en el ámbito del medio ambiente se basa en
los principios de cautela y de acción preventiva y que sentencias del TJCE, co-
mo la de 21-9-99 (TJCE 1999\203), ya advierten que se incumple tal norma-
tiva cuando no se adoptan medidas para evitar que mediante el
fraccionamiento de los proyectos se sortee el deber de evaluarlos con carác-
ter previo (26), por lo que la interpretación que se efectúe de la normativa na-
cional habrá de efectuarse en concordancia con tales principios de cautela y
acción preventiva, valorando los proyectos de obras en toda su dimensión fi-
nal y afectación medioambiental (…) pues el medio ambiente no es troceable
y su afección vendrá dada por el conjunto de la obra y ello es precisamente lo
que prevé el art. 10 de la Ley 2/2002 (…) entendiendo que a efectos me-
dioambientales se ha de valorar la incidencia total del proyecto, sin que el he-
cho de que todavía no estuvieran desarrolladas las siguientes fases pueda
desvirtuar tal conclusión pues, al contrario, el objeto de los procedimientos
ambientales es el análisis de los proyectos o actividades con carácter previo
a su aprobación y, en todo caso, su consideración conjunta desde la primera
actividad aprobada, no siendo tampoco relevante el régimen de propiedad de
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26.  Esto lo dijo también la stJCE de 16 de septiembre de 2004, C-227/01, cuando en un recurso de la Comi-
sión contra España relativo a evaluaciones de impacto ambiental el tribunal dijo que no cabía la fragmentación
de proyectos para eludir la EiA. 
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los terrenos o su forma de adquisición pues lo determinante es la naturaleza
de la obra prevista». según la sentencia, la omisión de este procedimiento
respecto al conjunto del proyecto de ejecución «constituye causa de nulidad,
pues de conformidad con la doctrina jurisprudencial contenida en diversas
sentencias del Tribunal Supremo, como la de 18 de abril de 2005, entre otras,
tal es la consecuencia de la omisión de los procedimientos ambientales en los
proyectos y obras que lo requieran».

En sentido similar se muestra el Juzgado de lo Contencioso-Administrativo n.º
2 de León, que en su sentencia 58/2008, de 14 de abril, anula, de conformi-
dad con el artículo 62.1.b) LrJ-PAC, la creación de un parque eólico en una
zona protegida y critica su fragmentación en miniparques de menos de 50 me-
gavatios (27). El Juzgado concluye que, en este caso, la evaluación de impac-
to ambiental debía verificarse por el procedimiento de evaluación ordinaria por
tratarse de un área de sensibilidad ecológica, declarando, en consecuencia,
nula la evaluación simplificada practicada por un órgano que no era el com-
petente para realizar la procedente. El Juzgado afirma que «no puede igno-
rarse que la evaluación de impacto ambiental, además de ser un trámite de
cumplimiento obligado en proyectos como el de autos, es una técnica trans-
versal que condiciona la práctica totalidad de la actuación posterior, por lo que
su nulidad conlleva la de la autorización impugnada… como consecuencia,
de la nulidad acordada se tendrá que iniciar o al menos, retrotraer al trámite
anterior a la evaluación de impacto ambiental. En especial deberá conside-
rarse, con la necesaria intervención de las Administraciones Públicas afecta-
das y de todos los interesados, el argumento principal de la Asociación
Recurrente, esto es la necesariedad o no de la tramitación conjunta de todos
los proyectos eólicos en la zona, fundamentalmente la evaluación ambiental,
que por su cercanía a los espacios protegidos provoca o puede provocar im-
pactos acumulativos (Directiva Hábitats y art. 6.3 RD. 1997/1995), pues, tal co-
mo dice la STS de 20 de abril de 2006 (Rec. 5814/03), es consustancial a los
parques eólicos su carácter unitario, de modo que los aerogeneradores ne-
cesariamente han de compartir, además de las líneas propias de unión entre
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27.  nótese que el Anexo i de la Ley habla de parques eólicos que tengan 50 o más aerogeneradores, o que
se encuentren a menos de 2 kilómetros de otro parque eólico. 
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sí, unos mismos accesos, un mismo sistema de control y unas infraestructu-
ras comunes de distribución o transporte de electricidad, de tal suerte que no
es posible descomponer, a efectos jurídicos, un parque eólico proyectado con
estas características en su relación de conjunto diseccionándolo de los de-
más, dándole un tratamiento autónomo». Esta sentencia ha sido confirmada
por la stsJ de Castilla y León 1448/2009, de 10 de junio (rec. 767/2008),
que entiende que en la evaluación de impacto ambiental de proyectos se han
de tener en cuenta los efectos sinérgicos y acumulativos de las demás insta-
laciones existentes, o, lo que es lo mismo, todos los elementos que el parque
eólico precise para que funcione, así como su incidencia en relación con los
demás existentes. La sentencia entiende, además, que el parque eólico Mu-
rias ii no es un parque sino una parte de un parque porque en sí mismo no es
autosuficiente para cumplir la finalidad que le es propia.

Más importante ha sido todavía la sentencia del tribunal de Justicia de las
Comunidades Europeas de 25 de julio de 2008 (Asunto C-142/07), que de-
clara, en relación con la reforma de la M-30 de Madrid, que no pueden frac-
cionarse  los  proyectos  para  evitar  el  sometimiento  al  procedimiento  de
evaluación de impacto ambiental. Como consecuencia, el Juzgado de lo Con-
tencioso-Administrativo n.º 22 que planteó la cuestión prejudicial ante el tri-
bunal de Luxemburgo dictó la sentencia de 16 de octubre de 2008, anulando
la resolución que desestimaba el recurso de reposición interpuesto contra la
resolución de la concejalía de urbanismo de Madrid de 17 de enero de 2005
por la que se aprobaban una serie de proyectos de obras en la M-30 —que ya
están ejecutados— sin evaluación de impacto ambiental.

no obstante, la declaración de nulidad del proyecto por falta de evaluación de
impacto ambiental no implica normalmente la de las actuaciones que hayan si-
do realizadas conforme al procedimiento establecido y que deberán ser con-
servadas. Lo que deberá hacerse es realizar las actuaciones procedentes y
someter nuevamente a aprobación el proyecto una vez atendidas las defi-
ciencias advertidas (sts de 29 de enero de 2008, Ar. 453).

debe destacarse que los tribunales no hacen un juicio de oportunidad sobre
la necesidad de acometer el proyecto y sus repercusiones políticas, agrarias
o sociales. Como ha afirmado la sentencia de la Audiencia nacional de 26 de
noviembre de 2003, Ar. 2004\407 (asunto Canal de navarra), el enjuiciamien-
to es estrictamente jurídico. Lo mismo sostienen las ssts de 7 y 16 de mayo
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de 2008 (28) (asunto AVE Madrid-Valencia). Existen numerosos casos polémi-
cos, difundidos en la prensa, que siempre plantean complejos procesos judi-
ciales, como ha ocurrido por ejemplo, con el famoso caso de la «Presa de
Castrovido», en el que la Audiencia nacional consideró ajustada a derecho la
declaración de impacto Ambiental realizada (sentencia de 13 de junio de 2006,
Ar. 402), pero su resolución ha sido anulada por el tribunal supremo, en un
recurso extraordinario de revisión, por sentencia de 9 de febrero de 2008.

Por su parte, también el tribunal de Justicia de las Comunidades Europeas se
muestra vigilante sobre el cumplimiento de esta normativa, como se aprecia
en la sentencia de 16 de marzo de 2006 (asunto C-332/04), donde se condena
a España por la falta de EiA en el proyecto de construcción de un centro de
ocio en Paterna, o en la de 16 de septiembre de 2004 (asunto C-227/01), en
la que se declaró que las obras de construcción de vías, aunque no impliquen
la realización de nuevos trazados sino mejora de los existentes, deben so-
meterse a la preceptiva evaluación ambiental (29).

Por último, si se considera que la ejecución de un proyecto puede tener efec-
tos significativos sobre el medio ambiente de otro Estado miembro de la Unión
Europea, o cuando un Estado miembro que pueda verse significativamente
afectado lo solicite, el órgano ambiental que deba formular la declaración de
impacto ambiental, a través del Ministerio de Asuntos Exteriores, comunicará
a dicho Estado la posibilidad de abrir un periodo de consultas bilaterales pa-
ra estudiar tales efectos, así como las medidas que, en su caso, puedan acor-
darse para suprimirlos o reducirlos. 
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28.  La sentencia afirma: «Sea cual sea la explicación (y dejando al margen consideraciones de oportunidad y
juicios sobre si un modo de actuar es preferible a otro en términos distintos a los estrictamente jurídicos), coin-
cidimos con el tribunal de instancia en el juicio de legalidad de los actos impugnados, correspondientes al tra-
mo Benifayó-Valencia. En lo que a él concierne, el Ministerio de Fomento respetó las normas que regulan la
elaboración de los estudios informativos y su tramitación ulterior cuando en 1999 sometió a información públi-
ca el relativo al referido subtramo, acompañado de su preceptivo estudio de evaluación de impacto. Dado que
uno y otro estudio contenían ya la solución que finalmente sería aprobada en el año 2002 (y que ahora es re-
currida), tanto los ciudadanos como los Municipios recurrentes pudieron hacer sus observaciones al respecto,
como de hecho sucedió. No era, pues, preciso —en términos estrictamente jurídicos, insistimos— reduplicar es-
tos trámites».

29.  En su sentencia de 3 de julio de 2008 (asunto C-215/06) el tJCE condena a irlanda por no adoptar las dis-
posiciones que garanticen la realización de una evaluación sobre las repercusiones en el medio ambiente de
determinadas actividades, entre las que se incluye la construcción de un parque eólico.
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Más recientemente, en desarrollo de la directiva 2001/42/CEE, y con cierto re-
traso (30), se ha aprobado la Ley 9/2006, de 28 de abril, que regula la eva-

luación de los efectos de determinados planes y programas en el medio

ambiente. tanto esta regulación estatal como numerosas regulaciones auto-
nómicas existentes (31), introducen la obligatoriedad de valorar los efectos que
determinados planes y programas administrativos puedan tener sobre el me-
dio ambiente. Como dice la Exposición de Motivos de la Ley, nos «encontra-
mos ante un instrumento eficaz para la consecución de un desarrollo
sostenible mediante la consideración de los aspectos ambientales en deter-
minadas actuaciones públicas o privadas … Y ello para garantizar que las re-
percusiones previsibles sobre el medio ambiente de las actuaciones inversoras
sean tenidas en cuenta antes de la adopción y durante la preparación de los
planes y programas en un proceso continuo … Este proceso no ha de ser una
mera justificación de los planes, sino un instrumento de integración del medio
ambiente en las políticas sectoriales para garantizar un desarrollo sostenible
más duradero, justo y saludable … En definitiva, esta ley pretende integrar los
aspectos ambientales en la elaboración y aprobación de planes y programas
para alcanzar un elevado nivel de protección del medio ambiente y promover
el desarrollo sostenible en su triple dimensión económica, social y ambiental,
a través de un proceso continuo de evaluación en el que se garantice la trans-
parencia y la participación». Consecuentemente, el objetivo de lo que se ha ve-
nido a denominar Evaluación Ambiental Estratégica es mucho más amplio
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30.  Para facilitar la aplicación de la directiva 2001/42/CE, la Comisión Europea ha elaborado un documento
interpretativo titulado Aplicación de la directiva 2001/42/CE relativa a la evaluación de los efectos de determi-
nados planes y programas en el medio ambiente (2003), que puede consultarse en <http://ec.europa.eu/envi-
ronment/eia/sea-support.htm>. téngase en cuenta la sentencia del tribunal de Justicia de la Comunidad
Europea de 10 de marzo de 2006 (asunto C-332/04), que condena al reino de España por establecer una eva-
luación limitada a los proyectos de urbanización situados fuera de zonas urbanas, desconociendo el conjunto
de factores establecidos en la directiva 85/337/CEE. A comienzos del año 2006, la Comisión Europea interpu-
so un recurso por incumplimiento contra España por el retraso en traspasar la directiva (asunto C-52/06), pe-
ro este recurso fue archivado con imposición de costas al promulgarse la Ley 9/2006. 

31.  Véanse, entre otras, la Ley 2/2002, de 19 de junio, de Evaluación Ambiental de la Comunidad de Madrid;
la Ley 11/2006, de 14 de septiembre, de evaluaciones de impacto ambiental y evaluaciones ambientales es-
tratégicas en las illes balears; la Ley 4/2007, de 8 de marzo, de Evaluación Ambiental en Castilla-La Mancha;
o la Ley 6/2009, de 28 de abril, de evaluación ambiental de planes y programas de Cataluña. En Castilla y Le-
ón pueden verse los artículos 19 y 20 del decreto Legislativo 1/2000, de 18 de mayo, por el que se aprueba el
texto refundido de la Ley de Evaluación de impacto Ambiental y Auditorías Ambientales.
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que el de la EiA, que se centra en un proyecto o actividad concreto y ello ha
resultado insuficiente en algunas ocasiones. La evaluación ambiental estra-
tégica tiene un contenido mucho más ambicioso, al pretender, desde el pri-
mer momento,  prevenir  y  evitar  los  efectos  negativos  que  para  el medio
ambiente tienen determinados planes o programas aprobados por una Admi-
nistración Pública, como es el caso, especialmente, de los planes urbanísticos
y de ordenación del territorio en sus diversas modalidades. Esta evaluación no
sólo deberá llevarse a cabo durante el procedimiento de su elaboración, sino
que también deberá efectuarse en los procedimientos de modificación o revi-
sión en los que se produzca una alteración sustancial del plan o programa, que
puedan tener efectos significativos sobre el medio ambiente.

A este respecto, la Ley considera —art. 2.2— que tienen efectos significativos
sobre el medio ambiente, y por tanto deben someterse a este trámite de eva-
luación, aquellos planes y programas que tengan cabida en alguna de las si-
guientes categorías:

«a) Los que establezcan el marco para la futura autorización de proyec-
tos legalmente sometidos a evaluación de impacto ambiental en las si-
guientes materias: agricultura, ganadería, silvicultura, acuicultura, pesca,
energía, minería, industria, transporte, gestión de residuos, gestión de re-
cursos hídricos, ocupación del dominio público marítimo terrestre, teleco-
municaciones, turismo, ordenación del territorio urbano y rural, o del uso
del suelo.

b) Los que requieran una evaluación conforme a la normativa reguladora
de la Red Ecológica Europea Natura 2000, regulada en la Ley 4/1989, de
27 de marzo, de conservación de los espacios naturales y de la flora y la
fauna silvestres» (32).

Quedan, sin embargo, excluidos de este régimen los planes que tengan por
único objeto la defensa nacional o la protección civil en casos de emergencia,
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32.  téngase en cuenta que la Ley 4/1989 fue sustituida por la Ley 42/2007, de 13 de diciembre, del Patrimo-
nio natural y de la biodiversidad. Esta Ley, por su parte, establece que el Plan Estratégico Estatal del Patrimonio
natural y de la biodiversidad o sus planes sectoriales de desarrollo serán objeto de evaluación ambiental es-
tratégica.
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y los de tipo financiero o presupuestario. En otros casos (modificaciones me-
nores, planes y programas que establezcan el uso de zonas de reducido ám-
bito territorial, u otros planes y programas), el órgano ambiental determinará
si resulta procedente esta evaluación.

salvo en el caso de las Administraciones locales, donde las actuaciones las
llevará a cabo el órgano autonómico competente, el procedimiento de eva-
luación lo inicia el órgano promotor, que es aquel órgano de una Administra-
ción pública (33), estatal o autonómica, que  inicia el procedimiento para  la
elaboración y adopción de un plan o programa y, en consecuencia, debe in-
tegrar los aspectos ambientales en su contenido a través de un proceso de
evaluación ambiental. dicho órgano comunicará el inicio del procedimiento al
órgano ambiental —Ministerio de Medio Ambiente u órgano autonómico com-
petente— y éste elaborará, tras consultar con las administraciones afectadas
e identificar al público interesado, un documento de referencia, que enviará al
órgano promotor y a las Administraciones afectadas. Este documento deberá
contener los criterios ambientales estratégicos y los indicadores de los objeti-
vos ambientales y principios de sostenibilidad aplicables en cada caso, y ex-
pondrá, con la amplitud y el nivel de detalle necesarios, la información que se
debe tener en cuenta en el informe de sostenibilidad ambiental. Con poste-
rioridad, el órgano promotor deberá llevar a cabo un informe de sostenibilidad
ambiental (34), instrumento a través del cual se identificarán, describirán y eva-
luarán los probables efectos significativos sobre el medio ambiente que pue-
dan derivarse de la aplicación del plan o programa, así como las alternativas
razonables, incluida entre otras la alternativa cero, que podría suponer la no
realización de dicho plan o programa. Elaborado el informe, se someterá a
consulta de las Administraciones públicas afectadas y del público interesado
—personas afectadas o asociaciones de protección del medio ambiente sin
ánimo de lucro—, que dispondrán de un plazo mínimo de 45 días para exa-
minarlo y formular observaciones. también aquí se regula la necesidad de
abrir un periodo de consultas transfronterizas en el caso en que la ejecución
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33.  Véase el artículo 6 de la Ley 9/2006, sobre concurrencia y jerarquía de planes o programas promovidos por
diferentes Administraciones.

34.  sobre la realización y el alcance de dicho informe téngase en cuenta lo dispuesto en los artículos 8 y 9 y
en el Anexo i de la Ley.
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de un plan o programa pueda tener efectos significativos sobre el medio am-
biente de otro Estado miembro de la Unión Europea (artículo 11). Finalizada
la fase de consultas, el órgano ambiental deberá, entre otras funciones, ela-
borar lo que se denomina memoria ambiental, en la que se valorará la eva-
luación ambiental estratégica del plan o programa realizada por el órgano
promotor en su conjunto, esto es, el modo en que se han integrado en el plan
o programa los aspectos ambientales, o lo que es lo mismo, cómo se han to-
mado en consideración el informe de sostenibilidad ambiental, los resultados
de las consultas y el resultado, en su caso, de las consultas transfronterizas.
La elaboración de esta memoria por el órgano ambiental es un trámite pre-
ceptivo cuyo resultado debe valorarse, junto al propio informe de sostenibili-
dad ambiental  y  las  alegaciones  formuladas en  la  consulta,  de  cara a  la
elaboración, por el órgano promotor, de la propuesta que será objeto de apro-
bación definitiva. Aprobado el plan, el órgano promotor pondrá a disposición
de todas las partes que hayan participado en el proceso el plan o programa
aprobado junto con una declaración justificativa de la forma en que se han in-
tegrado en éste los aspectos ambientales y cómo se han valorado el informe
de sostenibilidad, los resultados de las consultas y la memoria ambiental. La
exigencia de este documento justificativo tiene por objeto motivar las decisio-
nes adoptadas en relación con las alternativas consideradas, con lo que se fa-
cilita  el  control  judicial  de  la  discrecionalidad  del  plan (35).  Junto  a  estos
documentos, habrá que publicar las medidas adoptadas para el seguimiento
de los efectos en el medio ambiente de la aplicación del plan o programa. Es-
te seguimiento, que realizará el órgano promotor con la participación del ór-
gano ambiental correspondiente, pretende identificar con prontitud los efectos
adversos no previstos y permitir que se lleven a cabo las medidas adecuadas
para evitarlos.
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35.  En este sentido se han manifestado otros autores, quienes consideran que la opción elegida ha de ser la
más racional con las diversas alternativas posibles, es decir, aquella que comporte una solución urbanística más
equilibrada desde su dimensión social, económica y ambiental. bEtAnCOr rOdríGUEZ, A.: «Urbanismo y
medio ambiente: la racionalización de la función urbanística por la vía de la evaluación ambiental», en trAy-
tEr JiMÉnEZ, J. M. y AbEL FAbri, J. (dirs.), Comentarios a la legislación urbanística  de Cataluña, 2.ª ed.,
Aranzadi, Pamplona, 2007, pp. 747 a 780. En suma, como dice trAytEr, «mediante la evaluación ambiental
estratégica la opción urbanística elegida ha de ser la más coherente y racional con el principio del desarrollo
urbanístico sostenible». Prólogo al libro de CUyÁs PALAZón, M.M.: Urbanismo Ambiental y Evaluación Es-
tratégica, Atelier, barcelona, 2007, pp. 24 y 28.
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Conviene señalar que la realización del proceso de evaluación ambiental no
excluye la aplicación de la legislación sobre evaluación del impacto ambien-
tal. En este caso, la evaluación ambiental de un plan o programa deberá te-
nerse en cuenta en la evaluación de impacto ambiental de los proyectos que
se requieran para su ejecución (disposición Adicional tercera de la Ley y art.
15.1 Ls08). tampoco excluirá la exigencia de los informes preceptivos que
deban solicitarse al amparo de la legislación sectorial correspondiente (dis-
posición Adicional Cuarta).

Aunque de momento no parece haber jurisprudencia significativa que aplique
directamente la Ley (36), siguiendo el parecer de la sts de 17 de noviembre de
1998, Ar. 10522, y teniendo presente lo dispuesto en el artículo 94 de la Ley
11/2006 de 14 de septiembre, de evaluaciones de impacto ambiental y eva-
luaciones ambientales estratégicas en  las illes balears (37),  los  informes o
acuerdos emitidos por el órgano ambiental en el procedimiento de evaluación
ambiental estratégica y, especialmente, el acuerdo del órgano ambiental so-
bre la memoria ambiental, son actos de trámite no impugnables separada-
mente de  la resolución que apruebe el plan o programa. también existen
sentencias importantes sobre la necesidad de evaluar los efectos ambienta-
les de los planes urbanísticos —como es el caso de las ssts de 30 de octu-
bre de 2003, Ar. 7974, y 3 de marzo de 2004, Ar. 1455—, que invalidan el
procedimiento de modificación y revisión de un Plan General de Ordenación
Municipal por la omisión del trámite de Evaluación de impacto Ambiental y que
no consideran lógico posponer ese estudio a otro momento posterior, cual se-
ría el de la aprobación del proyecto de urbanización (38). Asimismo, la senten-
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36.  Entre los pocos ejemplos puede verse la sentencia del tribunal superior de Justicia de Canarias número
46/2008, de 15 de febrero, por el que se anulan, en lo que hace referencia a las calificaciones territoriales, los
artículos 24.1, 27.1 y 53.2 del decreto 56/2006, de 9 de mayo, que aprueba el reglamento de Procedimientos
de los instrumentos de sistemas de Planeamiento de Canarias. La sala considera nulos los artículos 24.1 y 27.1
del reglamento en cuanto de ellos se desprende el sometimiento de las calificaciones territoriales a la evalua-
ción ambiental de los planes impuesta por la Ley 9/2006, de 28 de abril. 

37.  Véanse también los artículos 92 y 36 de esta Ley sobre la resolución de discrepancias entre el órgano am-
biental y el órgano promotor antes de la aprobación definitiva del plan.

38.  Ambas sentencias manifiestan que «es la aprobación del Plan la que hace posible el cambio de uso del sue-
lo y, por ello, es en ese procedimiento donde se ha de evaluar el impacto ambiental; no sería lógico posponer
ese estudio a otro momento posterior (v.g. aprobación del Programas de Actuación, o del Plan Parcial, o del Pro-
yecto de Urbanización), cuando restan sólo actuaciones de ejecución del Plan General, con el riesgo de que o
bien por razones medio ambientales apreciadas posteriormente el Plan no pueda ser ejecutado o bien se de-
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cia del tribunal supremo de 15 de marzo de 2006, Ar. 2308, anula la aproba-
ción de un Plan Parcial que difiere la realización de la Evaluación de impacto
Ambiental al momento de la realización de un proyecto de una planta de tra-
tamiento cuya localización viene ya determinada en el plan. según la senten-
cia,  no  se  puede  convalidar  o  subsanar  a posteriori una  aprobación  del
planeamiento llevada a cabo sin la, previa y necesaria, toma en considera-
ción de la citada declaración de impacto Ambiental. Por poner algún ejemplo
más, la stsJ de baleares de 9 de diciembre de 2008 (rec. 448/2005) anula
parcialmente un acuerdo dictado por el Pleno del Consejo insular de ibiza y
Formentera por falta de motivación en su decisión, ya que no acreditó en el li-
tigio tanto la razonabilidad de la solución propuesta (en términos de modelo te-
rritorial) como el respeto de los presupuestos normativos aplicables. según el
tribunal, el Consejo debería haberse asegurado de que su decisión era res-
petuosa con el medio ambiente, lo que podía haberse practicado en términos
de buena administración por el sistema de evaluación ambiental integrado,
que tuviese a la vista las diferentes opciones y las consecuencias de cada
una para el entorno natural.

Muchas de las distintas regulaciones urbanísticas autonómicas han previsto
la integración del preceptivo trámite de evaluación ambiental en el procedi-
miento de elaboración, modificación o revisión de los planes, como sucede,
por ejemplo, en los artículos 57 y siguientes de la Ley 9/2001, de 17 de julio,
del suelo de la Comunidad de Madrid, o en el punto 6 del artículo 83 del de-
creto Legislativo 1/2005, de 26 de julio, por el que se aprueba el texto re-
fundido  de  la  Ley  de  Urbanismo  en  Cataluña.  En  Castilla  y  León,  el
denominado trámite ambiental aparece regulado en el artículo 52 bis de la
Ley de Urbanismo de 1999. Este artículo, introducido en el año 2008, esta-
blece que los instrumentos de planeamiento general, sus revisiones y sus
modificaciones sustanciales en los términos recogidos en dicho artículo ha-
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valúen o minimicen las razones medio ambientales para no dejar inoperante al Plan. La primera actuación ad-
ministrativa que cambia el uso del suelo es el Plan General y él es quien modifica drásticamente su régimen ju-
rídico. En consecuencia, incluso antes de la aprobación inicial, tan pronto como estén claras las líneas generales
del avance o proyecto del Plan, el mismo debe someterse a una evaluación de impacto ambiental, pues sólo
así la Administración planificadora (en la aprobación inicial) y los ciudadanos en general (en la información pú-
blica) podrán tener la suficiente ilustración sobre las consecuencias de las transformaciones anunciadas en el
medio ambiente».
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brán de ser objeto de evaluación ambiental. El artículo 157 de su reglamento
de Urbanismo establece que, concluida la información pública, deberá reca-
barse del órgano ambiental competente el dictamen medioambiental de eva-
luación  estratégica  previa  en  los  planes  generales  y  en  las  normas
urbanísticas generales en determinados supuestos. El artículo 111.c) del re-
glamento (39) recoge como uno de los documentos de información, análisis y
diagnóstico el informe ambiental, que, a efectos de la evaluación estratégi-
ca previa, debe señalar, describir y evaluar los probables efectos relevantes
sobre el medio ambiente que pueda generar la aplicación de las determina-
ciones del plan general. Por su parte, los artículos 11.2 y 17.3 de la Ley de
Ordenación del territorio de Castilla y León establece que las directrices de
Ordenación del territorio y las directrices de Ordenación de Ámbito subre-
gional incluirán un informe ambiental, a efectos de su evaluación estratégi-
ca  previa.  también  el  artículo  23  establece  que  los  planes  y  proyectos
regionales contendrán la documentación necesaria para la realización de la
evaluación estratégica previa o de la EiA aplicable en función de la natura-
leza y características del plan o proyecto.

todas estas regulaciones no pueden desconocer lo dispuesto en el artículo 15
Ls08, en virtud del cual los instrumentos de ordenación territorial y urbanísti-
ca estarán sometidos a evaluación ambiental estratégica, de acuerdo con su
normativa reguladora, sin perjuicio de la evaluación de impacto ambiental de
los proyectos que se requieran para su ejecución. Este artículo contiene al-
gunas reglas singulares para adaptar el procedimiento de evaluación am-
biental estratégica a los instrumentos de ordenación territorial y urbanística.
Entre estas hemos de destacar las siguientes:

a) Los instrumentos de ordenación de actuaciones de urbanización deberán
contar con un informe de sostenibilidad ambiental, que deberá incluir un
mapa de riesgos naturales del ámbito objeto de ordenación, y con un in-
forme o memoria de sostenibilidad económica, que ponderará en particu-
lar el impacto de la actuación en las Haciendas Públicas afectadas por la
implantación y el mantenimiento de las infraestructuras necesarias o la
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39.  Lo mismo recoge el artículo 130.a) 3.º respecto a las normas Urbanísticas Municipales.
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puesta en marcha y la prestación de los servicios resultantes, así como la
suficiencia y adecuación del suelo destinado a usos productivos (40).

b) En la fase de consultas sobre los instrumentos de ordenación de actua-
ciones de urbanización, deberán recabarse al menos los siguientes in-
formes,  cuando  sean  preceptivos  y  no  hubieran  sido  ya  emitidos  e
incorporados al expediente ni deban emitirse en una fase posterior del
procedimiento de conformidad con su legislación reguladora:

— El de la Administración Hidrológica sobre la existencia de recursos hí-
dricos necesarios para satisfacer las nuevas demandas y sobre la pro-
tección del dominio público hidráulico.

— El de la Administración de costas sobre el deslinde y la protección del
dominio público marítimo-terrestre, en su caso.

— Los de las Administraciones competentes en materia de carreteras y
demás infraestructuras afectadas, acerca de dicha afección y del im-
pacto de la actuación sobre la capacidad de servicio de tales infraes-
tructuras.

Estos informes serán determinantes para el contenido de la memoria am-
biental, que sólo podrá disentir de ellos de forma expresamente motivada.
Por tanto, suponen otro importante elemento de control.

Una vez aprobado definitivamente el plan, las Administraciones competentes
en materia de ordenación y ejecución urbanísticas deberán elevar al órgano
que corresponda de entre sus órganos colegiados de gobierno, con la perio-
dicidad mínima que fije la legislación en la materia, un informe de seguimien-
to de la actividad de ejecución urbanística de su competencia, que deberá
considerar al menos la sostenibilidad ambiental y económica a la que acaba-
mos de referirnos. Este informe podrá surtir los efectos propios del informe de
seguimiento a que se refieren los artículos 15 y 25 de la Ley sobre evaluación
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40.  Véanse las críticas que a este artículo realiza JOrdAnO FrAGA, J.: «breves reflexiones sobre la Ley del
suelo», en dEL OLMO ALOnsO, J. (Coord.), El Derecho Urbanístico del Siglo XXI. tomo ii, Urbanismo y Vi-
vienda. Libro Homenaje al Profesor Martín Bassols Coma, reus, Madrid, 2008, pp. 331 a 334.
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de los efectos de determinados planes y programas en el medio ambiente
(que ya reconocen que, para evitar duplicidades, se podrán utilizar los meca-
nismos de seguimiento ya existentes). Los Municipios estarán obligados a
emitir dicho informe cuando lo disponga la legislación en la materia y, al me-
nos, cuando deban tener una Junta de Gobierno Local.

La legislación sobre ordenación territorial y urbanística establecerá en qué ca-
sos el impacto de una actuación de urbanización obliga a ejercer de forma
plena la potestad de ordenación del municipio o del ámbito territorial superior
en que se integre, por trascender del concreto ámbito de la actuación los efec-
tos significativos que genera la misma en el medio ambiente (art. 15.6). En
este sentido, la Disposición Transitoria Cuarta del Texto Refundido de la

Ley de Suelo, cuyo título es «Criterios mínimos de sostenibilidad» establece
que, trascurrido un año desde la entrada en vigor de la Ley de suelo de 2007
—por tanto a partir del 1 de julio de 2008— sin que la legislación sobre orde-
nación territorial y urbanística haya establecido en qué casos el impacto de una
actuación de urbanización obliga a ejercer de forma plena la potestad de or-
denación, esta nueva ordenación o revisión será necesaria —y por tanto ha-
brá que realizar una evaluación ambiental y económica— cuando la actuación
conlleve, por sí misma o en unión de las aprobadas en los dos últimos años,
un incremento superior al 20% de la población o de la superficie de suelo ur-
banizado del municipio o ámbito territorial. Esta medida busca, sin duda, una
actualización de los nuevos desarrollos urbanos a los requisitos de sostenibi-
lidad que establece la Ley.

5. DERECHO A LA INFORMACIÓN
Y PARTICIPACIÓN PÚBLICA

Entre los derechos más importantes que los ciudadanos tienen ante la Admi-
nistración se encuentran, sin duda, los derechos de información y acceso a los
documentos administrativos, y los derechos de participación ciudadana en el
ejercicio de las funciones administrativas, consagrados de forma general en los
artículos 42 de la Carta de derechos Fundamentales de la Unión Europea,
9.2 y 105 de nuestra Constitución, y 3.5, 35 y 37 de la Ley 30/1992, de 26 de
noviembre, de régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Pro-
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cedimiento Administrativo Común. Estos derechos cobran una importancia
aún mayor en materia de medio ambiente, lo que repercute directamente so-
bre la actividad urbanística.

En relación con el acceso a la información en materia de medio ambiente, la
directiva 90/313/CEE dio lugar en nuestro país a la Ley 38/1995, de 12 de di-
ciembre, sobre el derecho de acceso a la información en materia de medio
ambiente. Esta norma extendió, en nuestro país, el derecho de acceso a la
información ambiental que se encontrase en poder de cualquier Administra-
ción Pública a todos los nacionales de los Estados pertenecientes al Espa-
cio  Económico  Europeo,  estableciendo  unos  supuestos  tasados  que
permitían la denegación de la información y fijando el plazo de dos meses pa-
ra resolver la solicitud, teniendo efectos desestimatorios la falta de resolu-
ción expresa.

Más recientemente y como consecuencia de la directiva 2003/4/CE y del Con-
venio de Aarhus de 25 de junio de 1998 (41), entró en vigor la Ley 27/2006, de
18 de julio, por la que se regulan los derechos de acceso a la información, de
participación pública y de acceso a la justicia en materia de medio ambiente
(LiPJMA), disposición que sustituye a la anterior Ley 38/1995. El texto actual
da un tratamiento mucho más específico al derecho de acceso a la informa-
ción en materia administrativa, regulando con precisión los derechos de ac-
ceso a la información, participación pública y acceso a la justicia en materia
de medio ambiente. El principal fundamento de toda esta nueva regulación se
basa en la idea de que, para hacer efectivo el derecho a disfrutar de un me-
dio ambiente saludable y poder cumplir el deber de respetarlo y protegerlo
(art. 45 CE), los ciudadanos deben tener acceso a la información medioam-
biental relevante, deben estar legitimados para participar en los procesos de
toma de decisiones de carácter ambiental y deben tener acceso a la justicia
cuando tales derechos les sean negados.

Por lo que hace referencia al acceso a la información, esta Ley impone a las
autoridades públicas determinadas obligaciones de difusión de la información
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41.  Convenio de la Comisión Económica para Europa de naciones Unidas sobre acceso a la información, la
participación del público en la toma de decisiones y el acceso a la justicia en materia de medio ambiente, he-
cho en Aarhus el 25 de junio de 1998 y que entró en vigor en España el 29 de marzo de 2005.
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ambiental (42). reduce además, con carácter general, a un mes el plazo de
contestación a la solicitud de información, plazo que sólo podrá ampliarse a
dos cuando el volumen y la complejidad de la información lo justifiquen (lo que
deberá motivarse al interesado en el plazo de un mes).

Frente a las resoluciones que denieguen el derecho de acceso sólo es posi-
ble en nuestro ordenamiento jurídico interponer, previo uso en su caso de la
vía de recurso administrativa, un recurso contencioso-administrativo. dada la
duración del proceso y su coste, esta garantía es insuficiente. resulta nece-
sario introducir en nuestro país un órgano independiente que resuelva de for-
ma  ágil  y  eficaz  las  resoluciones  contra  la  negativa  a  proporcionar  la
información debida, como ocurre en Francia con la Commission d’Accès aux
Documents Administratifs (CAdA (43)) o en el reino Unido con el Information
Commissioner (44).

En relación con el ordenamiento urbanístico propiamente dicho, hay que se-
ñalar que no hay una normativa específica sobre los derechos de información
y acceso a los documentos administrativos. En todo caso, cuando la informa-
ción solicitada entre en el ámbito de aplicación de la Ley 27/2006, será ésta
de inmediata aplicación. Para el resto de las cuestiones habrá que utilizar, con
carácter general, la regulación contenida, como ya hemos dicho, en los ar-
tículos 35 y 37 LrJ-PAC. sin perjuicio de lo dispuesto en la legislación auto-
nómica, el Texto Refundido de la Ley de Suelo recuerda en su artículo 3

que la legislación de ordenación territorial y urbanística debe garantizar el de-
recho a la información de los ciudadanos y de las entidades representativas
de los intereses afectados por los procesos urbanísticos. A continuación, en su
artículo 4, establece que todos los ciudadanos tienen derecho a acceder a la
información de que dispongan las Administraciones Públicas sobre la orde-
nación del territorio, la ordenación urbanística y su evaluación ambiental, así
como a obtener copia o certificación de las disposiciones o actos administra-
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42.  Otras leyes también pretenden contribuir a la difusión de esta información, como es el caso de la ya co-
mentada Ley 9/2006, de 28 de abril, cuya disposición Adicional sexta establece que el Ministerio de Medio
Ambiente creará un banco de datos con la información relativa a las evaluaciones ambientales que se realicen
en el ámbito de la Administración del Estado.

43.  <http://www.cada.fr>.

44.  <http://www.ico.gov.uk>. 
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tivos adoptados. también deben ser informados por la Administración com-
petente, de forma completa, por escrito y en plazo razonable, del régimen y las
condiciones urbanísticas aplicables a una finca determinada (45). Para facilitar
la publicidad de la información, las Administraciones Públicas competentes
deberán impulsar la publicidad telemática del contenido de los instrumentos de
ordenación territorial y urbanística en vigor, así como el anuncio de su some-
timiento a información pública (nuevo artículo 11.4). Con ese objetivo, el Es-
tado  pretende  llevar  a  cabo  un  sistema  público  general  e  integrado  de
información sobre suelo y urbanismo, que se actualizará permanentemente y
será compatible con otros sistemas de información, como es el Catastro in-
mobiliario (Disposición Adicional Primera). En esta línea, la Ley ha introdu-
cido un nuevo artículo 70 ter en la Ley 7/1985, de 2 de abril, reguladora de las
bases del régimen Local, obligando a las Administraciones públicas compe-
tentes a tener a disposición de quienes lo soliciten copias completas de los ins-
trumentos de ordenación territorial y urbanística vigentes, de los documentos
de gestión y de los convenios urbanísticos. también deberán publicar estos
instrumentos de ordenación por medios telemáticos, junto con los anuncios o
actos de tramitación que sean relevantes para su aprobación o alteración (Dis-

posición Adicional Novena) (46).

Especial interés tienen en la Comunidad de Castilla y León los artículos 141
a 147 de su Ley de Urbanismo, desarrollados por los artículos 422 a 431 del
reglamento, relativos al derecho a la información pública en materia urba-
nística (47). de acuerdo con éstos, las Administraciones Públicas adoptarán las
medidas necesarias para garantizar el acceso a la información urbanística de
su competencia a todas las personas, físicas o jurídicas, sin necesidad de que
acrediten un interés determinado y con garantía de  confidencialidad sobre su
identidad, dando especial prioridad a los propietarios y afectados por cada ac-
tuación urbanística y a sus entidades representativas. Además, los instru-
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45.  Antiguo 6 de la Ley 6/1998.

46.  téngase en cuenta cómo, por ejemplo, la Freedom of Information Act obligó en los Estados Unidos a que
las administraciones y agencias federales norteamericanas introdujesen una columna en sus páginas web de-
dicada al ejercicio de este derecho de información pública. <http://www.usdoj.gov/oip>.

47.  Estas normas, que por razones de espacio aquí no podemos comentar, contienen una regulación bastan-
te detallada del ejercicio de este derecho, incluyendo el derecho de consulta urbanística.
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mentos de planeamiento y gestión urbanística serán públicos, y cualquier per-
sona podrá en todo momento consultarlos e informarse de su contenido en
las oficinas municipales, donde deberá mantenerse un ejemplar exclusiva-
mente a disposición del público, así como en la página web municipal, o en
su defecto en la página web de la diputación Provincial. Para garantizar la
publicidad estos instrumentos, existe el registro de Urbanismo de Castilla y
León.

En lo que se refiere a los procedimientos que permiten una participación pú-

blica en la elaboración de planes y decisiones en materia ambiental y urba-
nística, hay que decir que existe, de nuevo, una regulación específica en
materia de medio ambiente, contenida en los artículos 16 a 19 LiPJMA, y que
en el ámbito urbanístico son las normativas de suelo —estatal o autonómi-
cas— las que abordan su regulación. Como se ha afirmado desde el princi-
pio, dado que urbanismo y medio ambiente en el momento actual son dos
realidades jurídicas con estrecha relación entre sí, habrá que tener presentes
ambas regulaciones que, en general, no son contradictorias sino comple-
mentarias. no debemos olvidar que la participación ciudadana, que con ca-
rácter general consagra el artículo 9.2 de la Constitución, y para el ámbito
administrativo su artículo 105 LrJ-PAC, garantiza el funcionamiento demo-
crático de las sociedades e introduce mayor transparencia en la gestión de
los asuntos públicos.

La LiPJMA intenta promover una participación real y efectiva del público en la
elaboración, modificación y revisión de los planes, programas y disposiciones
de carácter general relacionados con el medio ambiente (48). Para ello, su ar-
tículo 16 obliga a las Administraciones Públicas a buscar la mayor participa-
ción efectiva de todos los ciudadanos, ofreciendo una amplia información al
público y permitiendo que éste presente sus observaciones y opiniones antes
de la aprobación del plan, programa o disposición; debiendo tener en cuenta
en este momento los resultados de la participación pública e informar des-
pués de la valoración de éstos. 

Jesús del Olmo Alonso
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48.  Esta participación real y efectiva es lo que a juicio del tribunal supremo, en sentencia de 16 de febrero de
2009 (rec. 9414/2004), ha faltado en el trámite de audiencia practicado durante la aprobación del POrn del
Espacio natural Arribes del duero, en contra de lo sostenido por la Junta de Castilla y León.
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Entre las materias de interés medioambiental en cuya regulación las Admi-
nistraciones Públicas deben asegurar dicha participación se encuentran la pro-
tección  de  aguas  y  suelos,  la ordenación del territorio rural y urbano, la
utilización de suelos, la conservación de la naturaleza y diversidad biológica,
la ordenación de los montes y aprovechamientos forestales, la gestión de los
residuos, la protección contra el ruido o la evaluación de impacto ambiental (ar-
tículo 18). Quedan excluidos los procedimientos de elaboración de disposi-
ciones de carácter general relacionadas con la defensa nacional, la seguridad
pública, la protección civil en casos de emergencia, el salvamento marítimo,
o aquellas otras modificaciones normativas no sustanciales que no impliquen
una reducción de las medidas de protección medioambiental.

En materia urbanística, el artículo 3.2 LS08 dispone que la legislación sobre
ordenación territorial y urbanística deberá garantizar la participación ciudada-
na en la ordenación y gestión urbanísticas. A continuación, la letra e) del ar-

tículo 4 afirma  que  todos  los  ciudadanos  tienen  el  derecho  a  participar
efectivamente en los procedimientos de elaboración y aprobación de cuales-
quiera instrumentos de ordenación del territorio o de ordenación y ejecución
urbanísticas y de su evaluación ambiental mediante la formulación de alega-
ciones, observaciones, propuestas, reclamaciones y quejas, y a obtener de la
Administración una respuesta motivada, conforme a la legislación reguladora
del régimen jurídico de dicha Administración y del procedimiento de que se
trate (49).

dejando a una lado las singularidades establecidas por la normativa regula-
dora de cada Administración y las novedades introducidas por la Ley 11/2007,
de 22 de junio, de acceso electrónico de los ciudadanos a los servicios Pú-
blicos —norma que pretende, entre otros objetivos, facilitar la simplificación de
los procedimientos administrativos y proporcionar oportunidades de partici-
pación y mayor transparencia (art. 3)—, la regulación del derecho a la partici-
pación pública en materia de urbanismo se contiene fundamentalmente en la
legislación urbanística autonómica, y más concretamente en las normas que
regulan el procedimiento de elaboración de instrumentos de planeamiento. no
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49.  A falta de normativa específica podrá aplicarse el artículo 86 LrJ-PAC, que regula con carácter general el
trámite de información pública.
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obstante, la legislación estatal, aunque se remite a la legislación en la mate-
ria, contiene algunas reglas básicas para el ejercicio de ese derecho en el ar-

tículo 11 LS08. En este momento, el plazo mínimo exigido en la legislación
sobre procedimiento administrativo común (50) para el trámite de información
pública será de veinte días —las leyes autonómicas suelen elevarlo a treinta—
y cuando se tramite la aprobación o alteración de instrumentos de ordenación
urbanística, la documentación expuesta al público deberá incluir un resumen
expresivo de la delimitación de los ámbitos en los que la ordenación proyec-
tada altera la vigente y los ámbitos en que quedan suspendidos los procedi-
mientos de ejecución o de intervención administrativa, con indicación de la
duración de dicha suspensión.

Podemos decir que, en general, esta participación se hace efectiva en tres
momentos diferentes. En primer lugar, en la fase que podríamos denominar de
estudios previos, es decir aquella en la que se elaboran diversos estudios y se
recogen distintos informes tendentes a elaborar un documento de trabajo ini-
cial que defina las líneas estratégicas del futuro plan. En este momento los ór-
ganos  competentes  de  los  Ayuntamientos  mantienen,  en  ocasiones,
conversaciones con las asociaciones más representativas de los intereses
más importantes del municipio y, en caso de existir, suelen pedir el informe de
órganos colectivos de ordenación territorial, en los que suelen estar repre-
sentados los intereses públicos y privados más importantes. Una vez que esos
trabajos iniciales dan lugar a lo que podríamos llamar un proyecto o avance
inicial, algunas Comunidades Autónomas suelen incluir lo que sería un primer
trámite de información pública, abierto no ya a las asociaciones más repre-
sentativas, sino a todos los ciudadanos. durante normalmente un mes, los
ciudadanos y asociaciones pueden consultar la documentación y presentar
las alegaciones o quejas que estimen oportunas. Finalmente, y éste es el más
importante, todas las legislaciones urbanísticas autonómicas han regulado un
periodo de información pública de una duración mínima de treinta días y que
se lleva a cabo en el momento anterior a la aprobación por el Ayuntamiento del
instrumento de planeamiento. durante este trámite, de carácter esencial pa-
ra la validez del procedimiento, todos los ciudadanos pueden presentar ale-

Jesús del Olmo Alonso
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gaciones al plan inicialmente aprobado. si de estas reclamaciones y alega-
ciones se deriva la necesidad de realizar cambios sustanciales en el plan, en-
tonces, una vez incorporados a éste, habrá que volver a realizar la exposición
pública del plan.

si vemos algún ejemplo de legislación autonómica, en la Comunidad de Ma-
drid, su Ley 9/2001, de 17 de julio, del suelo, se refiere a la participación pú-
blica en el artículo 3.1.d), que define como principio rector de la ordenación
urbanística el de participación ciudadana. Esta Ley establece un doble perio-
do de participación o información pública. En el caso de planes de contenido
general o estructurante, cuando los trabajos de elaboración hayan adquirido
tal grado de desarrollo que puedan formularse los criterios, objetivos y solu-
ciones generales de la ordenación, la Administración actuante debe elaborar
un avance o anteproyecto. dicho avance debe someterse a trámite de infor-
mación pública por el plazo mínimo de treinta días, y también a informe pre-
vio de Análisis ambiental de la Consejería competente en materia de medio
ambiente, que deberá emitirse en el plazo de tres meses (arts. 56 y 56 bis).
La aprobación de los avances deberá expresar el resultado de los trámites de
información pública y del informe medioambiental, señalando especialmente
la incidencia de este último trámite en el contenido definitivo del avance. Una
vez redactado y aprobado inicialmente por el órgano competente, todos los
planes urbanísticos se someten a un segundo periodo de información pública
por plazo no inferior a un mes. durante ese tiempo los ciudadanos podrán
examinar toda la documentación y efectuar las alegaciones que estimen opor-
tunas. dentro de ese plazo deben emitirse también los informes de los órga-
nos y entidades públicas previstos legalmente como preceptivos o que se
consideren necesarios ante la posible afección de intereses públicos por ellos
gestionados. El artículo 57 destaca que este trámite de información pública
deberá llevarse a cabo en la forma y condiciones que propicien una mayor
participación efectiva de los titulares de derechos afectados y de los ciudada-
nos en general. tenidos en cuenta los informes y las alegaciones presentadas
en ese periodo, el Pleno del Ayuntamiento resolverá sobre la procedencia de
introducir en el plan las correcciones pertinentes. Cuando estas correcciones
conlleven cambios sustantivos en la ordenación, el nuevo documento deberá
volver de nuevo a someterse a los trámites de información pública y de re-
querimiento de informes por un mínimo plazo de otro mes. Una vez superada
esta fase del procedimiento y antes de proceder a su aprobación, el Ayunta-
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miento remitirá el documento técnico a la Consejería competente en materia
de medio ambiente para que emita, en el plazo de dos meses, el informe de-
finitivo de análisis ambiental.

también el decreto Legislativo 1/2005, de 26 de julio, por el que se aprueba
el texto refundido de la Ley de Urbanismo en Cataluña, garantiza en su ar-
tículo 8 los derechos de información y participación en los procesos de pla-
neamiento y gestión. Posteriormente su artículo 83.4, referido a la aprobación
de los instrumentos de planeamiento municipal, establece que antes de la
aprobación provisional por el municipio debe llevarse a cabo un trámite de in-
formación pública por plazo de un mes. Además de exponerse al público to-
da  la documentación, entre  la que habrá que  incluir  los resultados de  las
evaluaciones ambientales relacionadas con el plan, se deberá dar audiencia
a los organismos afectados y a los municipios colindantes.

La Ley 2/2006, de 30 de junio, de suelo y Urbanismo del País Vasco, recoge
en su artículo 8 el principio de participación ciudadana en la ordenación ur-
banística. Para hacer efectivo este principio, los artículos 108 a 110 de la Ley
regulan la necesidad de elaborar un programa de participación ciudadana ca-
da vez que se inicie la formulación, modificación o revisión de cualquier figu-
ra de planeamiento de ordenación estructural y la necesidad de contar con un
Consejo Asesor del Planeamiento Municipal en cuya composición plural de-
berá garantizarse la presencia del movimiento asociativo vecinal y de repre-
sentantes de entidades u organizaciones dedicadas a la protección y defensa
medioambiental que intervengan en el término municipal. durante el procedi-
miento de elaboración de los instrumentos de planeamiento, el artículo 90 re-
gula  un  doble  trámite  de  exposición  pública,  primero  de  dos meses  con
ocasión de la difusión del avance y luego de un mes tras la aprobación inicial.
si como consecuencia de este último trámite existiesen modificaciones sus-
tanciales en la ordenación estructural habrá que volver a aprobar inicialmen-
te el plan y a repetir el trámite de información pública.

Por último, en Castilla y León, el artículo 6 de su Ley de Urbanismo estable-
ce que «las Administraciones Públicas procurarán que la actividad urbanísti-
ca se desarrolle conforme a las necesidades y aspiraciones de la sociedad en
Castilla y León, promoviendo la más amplia participación social y garantizan-
do los derechos de información e iniciativa de los particulares y de las entida-
des constituidas para la defensa de sus intereses». Los artículos 52 y 142
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regulan el trámite de información pública, que se abrirá inmediatamente des-
pués de la aprobación inicial del instrumento de planeamiento. Este periodo
tendrá una duración de dos a tres meses, para el planeamiento general y de-
más instrumentos de planeamiento sometidos a evaluación ambiental, y de
uno a tres meses para los demás instrumentos. A la vista del resultado de la
información pública y de los informes administrativos recibidos, cuando los
cambios que procedan impliquen una alteración sustancial de la ordenación
general, sin que pueda entenderse como tal la simple alteración de una o va-
rias de sus determinaciones o de la ordenación detallada, el Ayuntamiento
abrirá un nuevo período de información pública de un mes de duración, en el
que no será necesario solicitar de nuevo los informes.

Junto a la participación pública en la elaboración de los instrumentos de pla-
neamiento, existe también algún trámite de participación relacionado con la
concesión de autorizaciones. Las normas autonómicas sobre actividades cla-
sificadas exigen un periodo de información pública dentro del procedimien-
to  de  concesión  de  licencias  —la  llamada  en  Castilla  y  León  licencia
ambiental— para estas actividades. El decreto 2414/1961, de 30 de noviembre,
por el que se aprueba reglamento de Actividades Molestas, insalubres, no-
civas y Peligrosas, que rige en defecto de normativa autonómica (51) (dispo-
sición derogatoria única de la Ley 34/2007, de 15 de noviembre) exige, en
su artículo 30, un periodo de información pública de 10 días. Para facilitar que
los afectados de algún modo puedan tener conocimiento de la actividad que
se pretende establecer, la apertura de dicho periodo de alegaciones debe,
además, notificarse personalmente a los vecinos inmediatos al lugar del em-
plazamiento propuesto. recogidas las alegaciones u observaciones, el pro-
cedimiento continúa con el informe de los técnicos competentes. Cuando el
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51.  En Castilla y León el art. 27 de la Ley 11/2003, de 8 de abril, de Prevención Ambiental establece un plazo
de 20 días tanto para la participación pública general como para la vecinal. Lo mismo ocurre en Madrid, de
acuerdo con el artículo 45 de la Ley 2/2002, de 19 de junio, de evaluación ambiental de la Comunidad de Ma-
drid, y en Canarias (artículo 16 de la Ley 1/1998, de 8 de enero, de régimen jurídico de los espectáculos públi-
cos y de las actividades clasificadas). En navarra el plazo es de quince días, según establece el artículo 55 de
la Ley Foral 4/2005, de 22 de marzo, de intervención para la protección ambiental. igual sucede en Aragón (art.
65.2 de la Ley 7/2006, de 22 de junio, de Medio Ambiente de Aragón), y en la Comunidad Valenciana (art. 50
de la Ley 2/2006, de 5 de mayo, de prevención de la contaminación y calidad ambiental). En Cataluña, los ar-
tículos 20 y 41 de la reciente Ley 20/2009, de 4 de diciembre, de prevención y control ambiental de activida-
des, disponen un plazo de 30 días de información pública y uno de 10 para información vecinal.
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proyecto requiera Autorización Ambiental integrada en los términos que ve-
remos en el epígrafe siguiente y que aparecen regulados en la Ley 16/2002,
de 1 de julio, de Prevención y Control integrados de la Contaminación, el trá-
mite de información pública deberá ser evacuado por el órgano competente
para su concesión (52). A este trámite se refiere el artículo 16, que obliga a ex-
poner al público la documentación completa relativa al expediente, salvo los
datos confidenciales, con carácter previo a que los órganos cuyas compe-
tencias puedan versen afectadas emitan su informe. Posteriormente, el ar-
tículo 20 establece un trámite de audiencia limitado a los interesados, que
tiene lugar con carácter previo a la elaboración de una propuesta de resolu-
ción. de la propuesta y de las alegaciones realizadas se dará traslado a los
órganos competentes para emitir informes vinculantes en trámites anteriores
para que, en el plazo máximo de quince días, manifiesten lo que estimen
conveniente.

también existe participación pública en relación con los procedimientos de
evaluación medioambiental a que nos hemos referido en el epígrafe anterior.
Así el artículo 9 del real decreto Legislativo 1/2008, que contiene el texto re-
fundido de la Evaluación de impacto Ambiental de Proyectos, regula, junto a
la consulta institucional a otros organismos cuyas competencias puedan ver-
se afectadas, la participación pública en la tramitación de procedimientos de
autorización de proyectos que deban someterse a EiA. Para este trámite de
información pública se establece un plazo de 30 días hábiles y se fijan las con-
diciones para la exposición del estudio de impacto. Antes de efectuar la de-
claración de impacto, el órgano administrativo de medio ambiente comunicará
al titular del proyecto, en los treinta días siguientes a la terminación del perio-
do de información pública, los aspectos que deben completarse en el estudio
a la vista del contenido de las alegaciones y observaciones formuladas. Este
trámite de información pública también deberá ser evacuado por el órgano
sustantivo en relación con los proyectos que requieran la Autorización Am-
biental integrada según lo dispuesto en la Ley 16/2002, de 1 de julio, de Pre-
vención  y  Control  integrados  de  la  Contaminación.  En  relación  con  la
evaluación ambiental de los efectos de determinados planes y programas, la
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52.  El artículo 14 de la Ley de Prevención Ambiental de Castilla y León se remite en este trámite a la normati-
va básica del Estado y establece que tendrá una duración de treinta días.
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Ley 9/2006, de 28 de abril, obliga, en su artículo 10, a exponer al público du-
rante plazo mínimo de 45 días —convendría llevar a cabo una cierta armoni-
zación de plazos y procedimientos— la versión preliminar del plan o programa,
debiendo incluirse el informe de sostenibilidad ambiental. En este plazo, tan-
to el público interesado como las Administraciones afectadas podrán formular
sus observaciones. Actualmente, el artículo 17 de la Ley 34/2007, de 15 de no-
viembre, garantiza también la participación pública en los procedimientos de
elaboración o modificación de planes y programas para la protección de la at-
mósfera y para minimizar los efectos negativos de la contaminación atmosfé-
rica. Esta participación se realizará de conformidad con la Ley 27/2006 que
acabamos de comentar.

Por último, hay que llamar la atención sobre un nuevo periodo de información
pública recogido en el artículo 13.4 LS08 por motivos claramente relacionados
con el medio ambiente. sólo podrá llevarse a cabo una nueva ordenación que
prevea una delimitación de los espacios naturales protegidos o de los espa-
cios incluidos en la red natura 2000, reduciendo su superficie total o exclu-
yendo terrenos de los éstos, cuando exista una justificación científicamente
demostrada de dichos cambios basada en su evolución natural. En estos ca-
sos, la alteración deberá someterse al trámite de información pública, que en
el caso de la red natura 2000 se hará de forma previa a la remisión de la pro-
puesta de descatalogación a la Comisión Europea. Esto mismo se establece
en el artículo 48 de la Ley 42/2007, de 13 de diciembre, del Patrimonio natural
y la biodiversidad, la cual garantiza la información y participación ciudadana
en el diseño y ejecución de planes y políticas que persigan la conservación,
uso sostenible, mejora y restauración del patrimonio natural y de la biodiver-
sidad [art. 2.h)]. Así por ejemplo, su artículo 13 dispone que el procedimiento
de elaboración del Plan Estratégico del Patrimonio natural y la biodiversidad
incluirá necesariamente trámites de información pública y consulta a la co-
munidad científica, de los agentes económicos y sociales, de las Administra-
ciones afectadas y de las organizaciones sin fines lucrativos. Lo mismo sucede
en el procedimiento de elaboración de los Planes de Ordenación de los re-
cursos naturales.

En todos estos supuestos, las fechas en que el referido periodo de informa-
ción pública se va a llevar a cabo se comunican a la ciudadanía mediante
anuncios en los diarios oficiales y en los medios de comunicación más im-
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portantes (53). nos encontramos ante un trámite de gran trascendencia, ya que
es esencial para la correcta validez del procedimiento y su ausencia o su de-
fectuosa realización determina la nulidad del plan, pues se entiende que se
prescinde total y absolutamente del procedimiento establecido —art. 62.1.e)
LrJ-PAC—. En este sentido, el tribunal supremo, en sus sentencias de 27
—Ar. 2364— y 28 de marzo y de 30 de abril de 2008, confirma la anulación de
las expropiaciones de la autopista de peaje r-3 de la Comunidad de Madrid,
por considerarlas ilegales, ya que los proyectos no fueron sometidos a infor-
mación pública. igualmente, el tribunal superior de Justicia de Cantabria en
sentencia 41/2008, de 17 de enero, Ar. 139, ha declarado la nulidad de las
normas Urbanísticas regionales de Cantabria por falta de información públi-
ca del informe de impacto ambiental, lamentando «tener que adoptar tan drás-
tica solución frente a una Administración que ha dado muestras sobradas de
receptividad a la normativa comunitaria ambiental». Por último, entre otras, la
sentencia del tribunal superior de Justicia de Castilla y León de 8 de no-
viembre de 2005, Ar. 15771, anuló la revisión del Plan General de Ordenación
Municipal de Zamora al haberse producido modificaciones sustanciales tras la
aprobación inicial del plan sin que luego hubiese tenido lugar el segundo y ne-
cesario periodo de información pública. El tribunal supremo ha confirmado
esta decisión en sentencia de 11 de mayo de 2009 (rec. 4816/2006), recor-
dando que, al  igual que dijo en  la sts de 9 de diciembre de 2008  (rec.
7459/2004), «la obligación de garantizar la participación de los ciudadanos en
la tramitación de los planes urbanísticos, reiterando la fase de información pú-
blica si fuera necesario, se deriva no solo de lo dispuesto al efecto en dicho
precepto reglamentario, y en la normativa urbanística autonómica aplicable, si-
no también en otras normas de Derecho estatal como son el artículo 105.a) de
la Constitución y el artículo 6.1 de la Ley 6/1998, de 13 de abril, de régimen

Jesús del Olmo Alonso

302 rEVistA JUrídiCA dE CAstiLLA y LEón. n.º 22. sEPtiEMbrE 2010

DERECHO ADMINISTRATIVO

53.  téngase en cuenta la sentencia del tribunal de Justicia de las Comunidades Europeas de 9 de noviem-
bre de 2006 (asunto C-216/05), que considera que la percepción de una tasa administrativa por el ejercicio del
derecho de participación no es, en sí misma, incompatible con la finalidad de la directiva 85/337. Ahora bien,
estas tasas «no pueden fijarse en una cuantía que impida la plena eficacia de dicha Directiva, conforme al ob-
jetivo por ella perseguido (véase, en este sentido, la sentencia de 8 de marzo de 2001 [TJCE 2001\71], Comi-
sión/Francia, C-97/00, Rec. p. I-2053, apartado 9). Éste sería el caso si, a causa de su importe, una tasa pudiera
constituir un obstáculo para el ejercicio de los derechos de participación que se derivan del artículo 6 de la Di-
rectiva 85/337. A este respecto, no puede considerarse que constituya tal obstáculo un importe como el de las
tasas controvertidas, a saber, 20 euros en el marco de los procedimientos ante las autoridades locales y 45 eu-
ros ante la Comisión de recursos». 
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del suelo y valoraciones … Dicho principio se reproduce actualmente en los
artículos 11.1 y 4.e) del Real Decreto Legislativo 2/2008, de 20 de junio, apro-
batorio del Texto Refundido de la Ley del Suelo».

Los derechos de acceso a la información y de participación pública necesitan,
para ser efectivos, una eficaz tutela judicial o lo que la LiPJMA ha venido a de-
nominar acceso a la Justicia. Esa eficacia de la tutela judicial es, en princi-
pio, relativa si tenemos en cuenta que las vías de recurso son las ordinarias
(administrativa y contencioso-administrativa), caracterizadas por la lentitud
propia de un sistema colapsado de justicia administrativa que no es extraño a
otros países vecinos.

El artículo 19.1.h) de la Ley 29/1998, de 13 de julio, reguladora de la Juris-
dicción Contencioso-Administrativa, confiere legitimación a cualquier ciuda-
dano, sin necesidad de acreditar ningún interés, en ejercicio de la conocida
acción pública o popular, sólo en los casos en que así esté previsto por ley. El
supuesto más importante se refiere a la protección de la legalidad urbanísti-
ca. En este sentido, el nuevo artículo 48 del Texto Refundido de la Ley de

Suelo de 2008, recogiendo lo dispuesto anteriormente en el artículo 304 del
texto refundido de la Ley sobre régimen del suelo y Ordenación Urbana
aprobado por real decreto Legislativo 1/1992, establece que será pública la
acción para exigir ante los órganos administrativos y los tribunales Conten-
cioso-Administrativos la observancia de la legislación y demás instrumentos de
ordenación territorial y urbanística. Cuando dicha acción esté motivada por la
ejecución de obras que se consideren ilegales, podrá ejercitarse durante la
ejecución de éstas y hasta el transcurso de los plazos establecidos para la
adopción de las medidas de protección de la legalidad urbanística. insistien-
do en la importancia de esta legitimación en el ámbito urbanístico, la letra f)

del artículo 4 LS08 afirma que todos los ciudadanos tienen derecho a «ejer-
cer la acción pública para hacer respetar las determinaciones de la ordenación
territorial y urbanística, así como las decisiones resultantes de los procedi-
mientos de evaluación ambiental de los instrumentos que las contienen y de
los proyectos para su ejecución, en los términos dispuestos por su legislación
reguladora».  también  admiten  esta  posibilidad  el  artículo  8.2  de  la  Ley
16/1985, de 25 de junio, de Patrimonio Histórico Español, el artículo 109.1 de
la Ley 22/1988, de 28 de julio, de Costas, y el artículo 22 de la Ley 5/2007, de
3 de abril, de la red de Parques nacionales.
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Por tanto, en el ámbito de la protección de la legalidad urbanística, el acceso
a las vías de defensa de los derechos de los ciudadanos es muy amplio, al es-
tar abierto a todos los ciudadanos, tengan o no el carácter de interesados en
el procedimiento. La defensa judicial de la legalidad urbanística corresponde,
en principio, no sólo a las asociaciones representativas de intereses, sino tam-
bién a cualquier ciudadano, en la medida en que las consecuencias de los
ataques contra el ordenamiento urbanístico repercuten sobre el conjunto de la
sociedad. Lo que ocurre es que en la práctica son los interesados y las aso-
ciaciones de intereses colectivos los que generalmente acuden a los tribu-
nales.  En  todo  caso,  esta  amplia  legitimación  ha  sido  confirmada  en
numerosas ocasiones por los tribunales de Justicia (ssts de 24 de diciem-
bre de 2001 —Ar. 2002\1490—, 4 de diciembre de 2007 (54) —Ar. 8975—, 17
de marzo de 2008 (55) o 3 de junio de 2008 (56)) y se encuentra reiterada tam-
bién en las legislaciones autonómicas (artículos 150 de la Ley de Urbanismo
de Castilla y León y 10 y 365 de su reglamento; artículo 12 del decreto Le-

Jesús del Olmo Alonso

304 rEVistA JUrídiCA dE CAstiLLA y LEón. n.º 22. sEPtiEMbrE 2010

DERECHO ADMINISTRATIVO

54.  En esta sentencia el tribunal supremo recuerda que el artículo 56 de la Ley 8/1998, de 15 de junio, de vías
pecuarias de la Comunidad de Madrid, establece la acción pública para la defensa de estos bienes de dominio
público y establece, además, que la legitimación le vendría otorgada al recurrente «por la acción pública que a
todos los ciudadanos otorga la Ley del Suelo en sus sucesivas versiones para el ejercicio de esa acción, así
resulta también del art. 4.f. de la Ley 8/2007, Ley del Suelo, y del Real Decreto Legislativo 1/1992, de 26 de ju-
nio, art. 304, puesto que la denuncia manifestaba que se estaban realizando construcciones en dominio públi-
co, y la respuesta que a la denuncia dio la Administración precisamente se dirigía a obtener información sobre
las construcciones que se realizaban y si poseían las licencias precisas para ello».

55.  según esta sentencia, «aunque el recurrente en el proceso de instancia no es titular de terrenos en la Uni-
dad de Ejecución en la que se ubicaría el hotel que constituye el centro de la controversia, el actor se encuen-
tra legitimado para el ejercicio de la acción pública en defensa de la legalidad urbanística ... Como ha señalado
esta Sala en sentencia de 26 de julio de 2006 (casación 2393/03), es cierto que el ejercicio de la acción públi-
ca en el ámbito urbanístico está sujeto a los límites generales o comunes que nuestro ordenamiento jurídico im-
pone al ejercicio de cualquier derecho, cuales son, básicamente, las exigencias de la buena fe y la proscripción
del abuso del derecho (artículos 7.1 y 7.2 del Código Civil). Pero, según se explica en esa misma sentencia,
para que pueda apreciarse que ha habido extralimitación en el ejercicio del derecho es necesario que ésta ha-
ya quedado debidamente acreditada; por lo que no cabe apreciar que ha habido extralimitación cuando ni si-
quiera ha sido alegada en el proceso de instancia».

56.  El tribunal supremo recuerda en esta sentencia que «nada hay más esencialmente urbanístico que la reali-
zación de las infraestructuras y servicios necesarios para crear suelo urbano, y el dotar de ellos a los  terrenos
previstos en el Plan constituye la última fase, pero la más importante, de ejecución del Plan. Cuando el artícu-
lo 304 del T.R.L.S. de 1992 dispone que “será pública la acción para exigir ante los Órganos administrativos y
los Tribunales Contencioso Administrativos la observancia de la legislación urbanística y de los Planes, Pro-
gramas, Normas y Ordenanzas”, ninguna duda cabe de que incluye la de solicitar la construcción y puesta en
funcionamiento de las infraestructuras y servicios necesarios, porque eso constituye la ejecución del Plan, es
decir, la observancia del Plan».
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gislativo 1/2005, de 26 de julio, por el que se aprueba en Cataluña el texto re-
fundido de la Ley de urbanismo; o artículo 8.2 de la Ley 2/2006, de 30 de ju-
nio, de suelo y Urbanismo del País Vasco, entre otras).

En materia de medio ambiente, sin embargo, el alcance de esta legitimación
es más limitado. La LiPJMA, en sus artículos 22 y 23, sólo garantiza, en prin-
cipio, la legitimación para el ejercicio de la acción popular, además de a los in-
teresados, a las personas jurídicas sin ánimo de lucro que tengan por fin la
defensa del medio ambiente y que cumplan ciertas condiciones de antigüedad
y localización. Entre otras muchas, la sentencia del tribunal supremo de 29
de noviembre de 2006, Ar. 2007\8317, estima la existencia de legitimación,
mientras que la de 16 de mayo de 2007, Ar. 8354, la deniega por incumpli-
miento de los requisitos del artículo 23 y por no existir ningún interés legítimo
afectado.

6. ARTICULACIÓN DEL DERECHO URBANÍSTICO
Y DEL DERECHO AL MEDIO AMBIENTE

Como hemos venido señalando, el derecho del Medio Ambiente y el derecho
Urbanístico han tenido tradicionalmente regulaciones bien distintas. sin em-
bargo, como también hemos tenido oportunidad de comentar, las normas ur-
banísticas siempre se han preocupado por la protección de los suelos con
valor ambiental y han regulado medidas que han favorecido la información y
la participación ciudadana en los instrumentos de planeamiento. Cierto es que
ello no ha sido suficiente para poner freno, en algunos casos, a procesos ur-
banísticos descontrolados que, incluso, han llegado a afectar a suelos prote-
gidos (57). La complejidad práctica del urbanismo hace que la introducción del
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57.  no olvidemos las dificultades existentes en la aplicación de las medidas cautelares en los procesos con-
tencioso-administrativos relacionados con el urbanismo y los problemas que plantea en muchos casos la eje-
cución de las sentencias. Además, cuando el daño ya está hecho, en ocasiones es imposible restaurar el
perjuicio causado y el derribo puede conllevar dejar sin vivienda a unos ciudadanos que han invertido en ella
todos sus ahorros. sobre la problemática de la ejecución de sentencias urbanísticas puede verse GEis CA-
rrErAs, G.: La ejecución de las sentencias urbanísticas, Atelier, barcelona, 2009. Véase también GóMEZ
PUEntE, Marcos, «Ejecución de sentencias», en MArtín rEbOLLO, L. y bUstiLLO bOLAdO, r. (dirs.),
Fundamentos de Derecho Urbanístico, 2 vols., Aranzadi, Cizur Menor (navarra), 2009, pp. 1326 a 1351.
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principio de urbanismo sostenible en las legislaciones urbanísticas y la apli-
cación de sistemas de evaluación ambiental a los planes y programas de or-
denación territorial y urbanística cobren todavía más valor, pues, más allá de
las importantes consecuencias jurídicas que en sí mismos implican, pueden
llevar a medio plazo a una mentalización más sostenible de los distintos ope-
radores urbanísticos. Como ha señalado bAssOLs COMA (58),  la planifica-
ción urbanística se confirma como un instrumento definitivo para atajar
problemas de naturaleza ambiental, y ello es así tanto por la protección de los
suelos mediante las técnicas de clasificación, como por la mejora del medio
ambiente urbano a través de la organización de los espacios verdes y zonas
libres, y de la atribución racional de usos al suelo buscando la mejora de la
calidad de vida.

Aunque las cuestiones ambientales más importantes tienen una regulación
independiente de las urbanísticas, para la correcta aplicación del ordenamiento
jurídico urbanístico debe respetarse dicha regulación ambiental. Los munici-
pios deben aplicar una importante cantidad de normas ambientales, como es
el caso de las normas que regulan el control administrativo sobre las activi-
dades clasificadas (59), llamado ahora por muchas Comunidades Autónomas li-
cencia ambiental. Pero, además, las distintas Administraciones Públicas tienen
que tener en consideración una serie de normas nacionales e internacionales
que son de directa aplicación y que el planificador urbanístico o territorial no
puede desconocer, pues su vulneración implica la nulidad del plan en lo que
afecte a la disposición infringida.

Jesús del Olmo Alonso
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58.  «La planificación urbanística y su contribución al desarrollo urbanístico sostenible», en EstEVE PArdO,
J. (Coord.), Derecho del Medio Ambiente y Administración Local, 2.ª edición, Fundación democracia y Gobier-
no Local, barcelona, 2006, pp. 677 a 709.

59.  Así, el artículo 4 del decreto 2414/1961, de 30 de noviembre —que mantiene la vigencia en aquellas co-
munidades y ciudades autónomas que no tengan normativa aprobada en la materia— establece unas reglas
sobre distancias mínimas a núcleos de población para determinadas actividades. sobre este tema puede ver-
se la sts de 10 de marzo de 2008, donde el tribunal supremo obliga a un Ayuntamiento a ejecutar correcta-
mente una sentencia recaída anteriormente en la que declaraba la ilegalidad de una estación depuradora.
Véanse en la nota 51 algunas normas autonómicas en la materia. En la Comunidad de Castilla y León, cuan-
do además de la licencia urbanística se requiera licencia ambiental, ambas deberán ser objeto de resolución
única, sin perjuicio de la tramitación de piezas separadas para cada intervención administrativa, siendo el otor-
gamiento de la licencia ambiental requisito previo para el de la licencia urbanística (art. 297 del reglamento de
Urbanismo de Castilla y León).
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de esas normas deriva la protección como suelo rural preservado de su trans-
formación urbanística (60) del artículo 12 LS08 —antes suelo no urbanizable
de especial protección del art. 9.1.ª de la antigua Ley 6/1998, de 13 de abril—,
que deberá incluir, como mínimo, «los terrenos excluidos de dicha transfor-
mación por la legislación de protección o policía del dominio público, de la na-
turaleza o del patrimonio cultural, los que deban quedar sujetos a tal protección
conforme a la ordenación territorial y urbanística por los valores en ellos con-
currentes, incluso los ecológicos, agrícolas, ganaderos, forestales y paisajís-
ticos, así como aquellos con riesgos naturales o tecnológicos, incluidos los de
inundación o de otros accidentes graves» (61).

Entre las normas estatales de protección de la naturaleza, del dominio públi-
co o del patrimonio cultural que habitualmente obligan a la preservación de
los suelos de toda transformación urbanística o condicionan el contenido de
los instrumentos urbanísticos, podemos destacar las siguientes:

— En primer lugar y por su importancia debemos destacar la Ley 42/2007, de
13 de diciembre, del Patrimonio natural y de la biodiversidad, que deroga
la Ley 4/1989, de 27 de marzo, de Conservación de los Espacios natura-
les Protegidos y de la Flora y Fauna silvestres. Esta Ley mantiene, como
instrumentos de planeamiento básicos de los recursos naturales, los Pla-
nes de Ordenación de los recursos naturales y las directrices para la Or-
denación de los Espacios naturales (62). Estas últimas, dictadas por el
Gobierno del Estado, establecen los criterios y normas básicas que de-
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60.  Los propietarios de este suelo, además de usarlo de acuerdo con sus características, deben conservarlo
de forma que consigan mantener los terrenos y su masa vegetal en condiciones para evitar riesgos de erosión,
incendio, inundación, daño o perjuicio a terceros o al interés general, incluido el ambiental. deben prevenir la
contaminación del suelo, el agua o el aire y las inmisiones contaminantes indebidas en otros bienes y, en su
caso, recuperarlos de ellas.

61.  La identificación de una zona de riesgos naturales acreditados, que deberá efectuarse por los instrumen-
tos de ordenación territorial, debe llevar a la consideración del suelo como rural, pues estamos ante un criterio
reglado. no debemos olvidar que, de acuerdo con el artículo 1 del texto refundido de la Ley de suelo de 2008,
esta Ley establece las bases medioambientales y económicas del régimen jurídico de los suelos.

62.  Véase la Ley 8/1991, de 10 de mayo, de espacios naturales de la Comunidad de Castilla y León, comen-
tada por díEZ VÁZQUEZ, J.A.: «Urbanismo y desarrollo sostenible: régimen especial de los espacios protegi-
dos y otros criterios de sostenibilidad», en sÁnCHEZ GOyAnEs, E.  (dir.)  y MArinErO PErAL A.M. y
MELGOsA ArCOs, F.J. (Coords.): Derecho Urbanístico de Castilla y León, ob. cit., pp. 367 y ss.
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ben recoger los primeros. Los POrn, por su parte, son instrumentos au-
tonómicos que delimitan y planifican la protección del patrimonio natural de
un determinado ámbito espacial. su contenido constituye un límite para
cualesquiera otros instrumentos de ordenación territorial o urbanística, que
deberán adaptarse a éstos. Mientras dicha adaptación no tenga lugar, las
determinaciones de los POrn se aplicarán, en todo caso, prevaleciendo
sobre dichos instrumentos. Las actuaciones, planes o programas secto-
riales sólo podrán contradecir o no acoger su contenido por razones im-
periosas de interés público de primer orden, en cuyo caso la decisión
deberá motivarse y hacerse pública (art. 18). La Exposición de Motivos de
la Ley justifica esta prevalencia en la necesidad de atajar el grave deterio-
ro que sobre la naturaleza está produciendo la acción del hombre. Es más,
durante la tramitación de un POrn, o mientras un espacio natural protegi-
do carezca del correspondiente planeamiento regulador, no podrán reali-
zarse actos, ni otorgarse autorizaciones,  licencias o concesiones, que
habiliten para una transformación que imposibilite el logro de los objetivos
buscados, salvo que exista informe favorable de la administración actuan-
te (art. 22). de conformidad con los POrn, los parques deberán contar con
un Plan rector de Uso y Gestión, que también prevalecerá sobre el pla-
neamiento urbanístico, que deberá ser adaptado de oficio por los órganos
responsables (art. 28.5). Por lo demás, esta importante Ley integra en nues-
tro ordenamiento la red Ecológica Europea natura 2000, compuesta por
los Lugares de importancia Comunitaria, hasta su transformación en Zonas
Especiales de Conservación, y las Zonas de Especial Protección para las
Aves (63). Cualquier plan, programa o proyecto que, sin tener relación di-

Jesús del Olmo Alonso

308 rEVistA JUrídiCA dE CAstiLLA y LEón. n.º 22. sEPtiEMbrE 2010

DERECHO ADMINISTRATIVO

63.  téngase en cuenta que el desarrollo normativo de la directiva 92/43/CE del Consejo, de 21 de mayo, rela-
tiva a la conservación de los hábitats naturales y de la flora y fauna silvestre, fue objeto de transposición por el
real decreto 1997/1995, de 7 de diciembre. La disposición derogatoria de la Ley 42/2007 deroga sus Anexos.
debe también destacarse cómo el tribunal de Justicia de las Comunidades Europeas en su sentencia de 28 de
junio de 2007 (asunto C-235/04) ha condenado al reino de España por haber incumplido las obligaciones que
le incumben en virtud del artículo 4, apartados 1 y 2, de la directiva 79/409/CEE del Consejo, de 2 de abril de
1979, relativa a la conservación de las aves silvestres, en su versión modificada, en particular, por la directiva
97/49/CE de la Comisión, de 29 de julio de 1997, al no haber clasificado como zonas de protección especial pa-
ra las aves territorios suficientes en superficie en las Comunidades Autónomas de Andalucía, baleares y Cana-
rias y territorios suficientes en número en las Comunidades Autónomas de Andalucía, baleares, Canarias,
Castilla-La Mancha, Cataluña, Galicia y Valencia para ofrecer una protección a todas las especies de aves enu-
meradas en el anexo i de esta directiva, así como a las especies migratorias no contempladas en dicho anexo. 
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recta con la gestión del lugar o resultar necesario para la misma, pueda
afectar de forma apreciable a estos lugares se someterá a evaluación am-
biental que condicionará la aprobación o autorización de éstos. si, a pesar
de una evaluación negativa y a falta de soluciones alternativas, debiera re-
alizarse el plan, programa o proyecto por razones imperiosas de interés pú-
blico de primer orden, las Administraciones Públicas adoptarán las medidas
compensatorias necesarias y la concurrencia de las razones imperiosas de
interés público deberá declararse por Ley o mediante acuerdo del Conse-
jo de Ministros u órgano de Gobierno autonómico (art. 45). debemos tener
en cuenta, asimismo, que el artículo 13.3.5 de la Ley 5/2007, de 3 de abril,
de la red de Parques nacionales afirma que «el suelo objeto de la decla-
ración de Parque Nacional no podrá ser susceptible de urbanización ni edi-
ficación, sin perjuicio de lo que determine el Plan Rector de Uso y Gestión
en cuanto a las instalaciones precisas para garantizar su gestión y contri-
buir al mejor cumplimiento de los objetivos del Parque Nacional».

— La normativa de aguas —contenida en el real decreto Legislativo 1/2001,
de 20 de julio, que aprueba el texto refundido de la Ley de Aguas, y en los
reales decretos 849/1986, de 11 de abril, por el que se aprueba el re-
glamento del dominio Público Hidráulico, y 907/2007, de 6 de julio, que
aprueba el reglamento de la Planificación Hidrológica— constituye un
condicionante claro para el urbanismo y la ordenación del territorio, que no
pueden desconocer la proyección espacial del agua y de los elementos
que integran el dominio público hidráulico. Esta relación entre agua y ur-
banismo es muy compleja, por lo que sólo podemos señalar aquí algunas
cuestiones de interés (64). Así, las zonas de servidumbre y de policía que
regula el artículo 6 de la Ley deben ser respetadas por los planes urba-
nísticos. Asimismo, la planificación hidrológica —que pretende garantizar
el buen estado y protección de la calidad del dominio público hidráulico, la
satisfacción de las demandas de agua, el equilibrio y armonización del
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64.  Véanse con más detenimiento GOnZÁLEZ-VArAs ibÁÑEZ, s. (Coord.): Agua y Urbanismo, instituto Eu-
romediterráneo del Agua, Murcia, 2006. FAnLO LOrAs, A.: «Aguas», en MArtín rEbOLLO, L. y bUstiLLO
bOLAdO, r. (dirs.), Fundamentos de Derecho Urbanístico, 2 vols., Aranzadi, Cizur Menor (navarra), 2009,
pp. 1505 a 1521. sobre distintos problemas que plantea la legislación de aguas (información y participación pú-
blica, planificación hidrológica, servidumbres, saneamiento y reutilización de aguas residuales urbanas, etc.)
puede verse, de forma más general, EMbid irUJO, A.: Diccionario de Derecho de Aguas, iustel, Madrid, 2007.
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desarrollo regional y el desarrollo sostenible— tiene en nuestro ordena-
miento una clara prevalencia sobre la ordenación territorial y urbanística.
de este modo, los planes hidrológicos deben recoger la clasificación de las
zonas, cuencas o tramos de cuencas, acuíferos o masas de agua decla-
radas de especial protección de acuerdo con la legislación medioambien-
tal,  así  como  las  condiciones  específicas  para  su  protección.  Estas
previsiones, junto a las de reservas de terrenos para obras y actuaciones
en ellos previstas, deberán ser respetadas en los diferentes instrumentos
de ordenación urbanística del territorio (art. 43). Asimismo, los perímetros
y zonas de protección especial de los recursos hídricos —como los mapas
de  las  zonas  protegidas  previstos  por  los  planes  hidrológicos  [art.
42.1.c)]— deben trasladarse a las ordenaciones urbanísticas para garan-
tizar la calidad e integridad del dominio público hidráulico (art. 99 bis.5).
Además, ciertas obras y actuaciones quedan sujetas a la autorización del
organismo de cuenca. Por su parte, el Ministerio de Medio Ambiente de-
be emitir su informe vinculante respecto de la aprobación, modificación o
revisión de instrumentos de ordenación territorial y planificación urbanís-
tica que afecten directamente a los terrenos previstos para infraestructu-
ras hidráulicas de interés general contemplados en los planes hidrológicos
o en el plan hidrológico nacional (65). Estos terrenos tendrán la clasifica-
ción y calificación que resulte adecuada para garantizar y preservar la fun-
cionalidad de dichas obras, debiendo  los  instrumentos de ordenación
territorial y urbanística recoger y respetar dicha clasificación y calificación
(art. 128.4). Por último, el artículo 11 de la Ley de Aguas regula las zonas
inundables, cuyos efectos deben ser prevenidos por los planes hidrológi-
cos de cuenca. El artículo 14 de su reglamento considera zonas inunda-
bles las delimitadas por los niveles teóricos que alcanzarían las aguas en
las avenidas cuyo periodo estadístico de retorno sea de 500 años, salvo
que el Ministerio del medio Ambiente, a propuesta del organismo de cuen-
ca, fije la delimitación que en cada caso resulte más adecuada al com-
portamiento de  la  corriente.  Los planes urbanísticos deberán ordenar
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65.  téngase en cuenta que, conforme al artículo 127.1 del texto refundido de la Ley de Aguas, las obras hi-
dráulicas de interés general y las obras y actuaciones hidráulicas de ámbito supramunicipal incluidas en la pla-
nificación hidrológica no estarán sujetas a licencia ni a cualquier otro acto de control preventivo municipal,
aunque las entidades locales afectadas deberán emitir un informe previo sobre los aspectos relacionados con
el planeamiento urbanístico.
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adecuadamente la utilización del suelo en la zona inundable, lo que deberá
basarse en mapas o cartografías de riesgo.

— La Ley 22/1988, de 28 de julio, de Costas, constituye otra de las normas
esenciales que permiten la preservación del medio ambiente, al asegurar
la integridad y la adecuada conservación del dominio público marítimo-
terrestre frente a los ataques derivados de la presión turística y urbanísti-
ca que, desgraciadamente, están todos los días en los medios de comu-
nicación. La Ley de Costas establece sobre  los  terrenos contiguos al
dominio público marítimo-terrestre determinaciones sustantivas de orde-
nación que, junto a las establecidas para ordenar su utilización, mediati-
zan las competencias que ostentan otras Administraciones públicas en
materia de ordenación del territorio y urbanismo. Los artículos 3 a 16 de
la Ley se ocupan de la identificación y deslinde del dominio público marí-
timo-terrestre, que, obviamente, deberá respetarse por los instrumentos de
ordenación territorial y urbanística. A continuación, los artículos 23 y si-
guientes de la Ley regulan las servidumbres y limitaciones que recaen so-
bre terrenos de propiedad privada contiguos a la ribera del mar y que
tienen por objeto la protección de las costas (servidumbres de acceso al
mar, de tránsito y de protección, usos permitidos y prohibidos en esta úl-
tima, y la regulación de una zona de influencia que deberá contar con re-
servas  de  suelo  para  aparcamiento  y  en  la  que  deberá  evitarse  la
formación de pantallas arquitectónicas o acumulación de volúmenes). El
artículo 32 regula las condiciones en que excepcionalmente podrán auto-
rizarse en los casos anteriores diversas obras, instalaciones y activida-
des. En el marco de la regulación establecida por la Ley de Costas, las
Comunidades Autónomas (66) pueden realizar planes para la ordenación te-
rritorial y del litoral, que no pueden afectar al mar territorial y a las aguas
interiores,  sino  sólo  al  ámbito  terrestre  del  dominio  público marítimo-
terrestre (art. 114). En todo caso, el artículo 117 establece que la Admi-
nistración del Estado deberá informar, en el plazo de un mes, todo planea-
miento  territorial  y  urbanístico  que  ordene  el  litoral,  y,  antes  de  la
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66.  Las Comunidades Autónomas suelen abordar la regulación de los espacios costeros en la legislación ur-
banística y de ordenación territorial, aunque algunas de ellas han desarrollado normas específicas, como es el
caso de la Ley 2/2004, de 27 de septiembre, del Plan de Ordenación del Litoral de Cantabria.
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aprobación definitiva, deberá volver a emitir en el plazo de dos meses un
nuevo informe sobre su contenido, informe que fue avalado por el tribu-
nal Constitucional en su sentencia 149/1991. Por último, la Administración
del Estado puede aprobar normas para la protección de determinados tra-
mos de costa (art. 22.1), aunque para ello se requiere el acuerdo de la
Comunidad Autónoma y de los Ayuntamientos a cuyo territorio afecten. La
Unión Europea lleva tiempo preocupándose por la efectiva desprotección
de las costas, y en este sentido emitió ya en el año 2002 la recomenda-
ción del Parlamento Europeo y el Consejo, de 30 de mayo, relativa a la
aplicación de la gestión integrada de las zonas costeras en Europa. La
Comisión ha evaluado los efectos prácticos de esta recomendación en su
informe de 7 de junio de 2007, titulado Evaluación de la gestión integrada
de las zonas costeras (GIZC) en Europa.

— La Ley 43/2003, de 21 de noviembre, de Montes, y la legislación autonó-
mica de desarrollo, los preserva de cualquier desarrollo urbanístico. de
acuerdo con su artículo 39, los instrumentos de planeamiento urbanístico,
cuando afecten a la calificación de terrenos forestales, requerirán el infor-
me de la Administración forestal competente, informe que será vinculante
si se trata de montes catalogados o protectores. también, su artículo 31
regula los Planes de Ordenación de los recursos Forestales, instrumen-
tos de planeamiento forestal de contenido obligatorio y ejecutivo que tie-
nen  carácter  indicativo  sobre  otras  actuaciones,  planes  o  programas
sectoriales, por lo que, en nuestra opinión y tal como manifiestan nume-
rosas normas autonómicas (puede verse, por ejemplo, el artículo 35 de la
Ley 3/2009, de 6 de abril, de Montes de Castilla y León), condicionan el
contenido de los instrumentos urbanísticos.

— La Ley 27/1992, de 24 de noviembre, de Puertos del Estado y de la Mari-
na Mercante, que en su artículo 18 habla de los Planes Especiales para el
desarrollo de Zonas de servicio de los Puertos (67), que deben elaborarse
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67.  El párrafo 1 del citado artículo 18, referido a la consideración urbanística de los puertos, dispone: «Para ar-
ticular la necesaria coordinación entre las Administraciones con competencia concurrente sobre el espacio por-
tuario, los planes generales y demás instrumentos generales de ordenación urbanística deberán calificar la
zona de servicio de los puertos estatales como sistema general portuario y no podrán incluir determinaciones
que supongan una interferencia o perturbación en el ejercicio de las competencias de explotación portuaria». 
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en desarrollo del Plan de Utilización de los Espacios Portuarios. Este últi-
mo delimita el espacio portuario, incluyendo motivadamente los espacios
que previsiblemente se van a utilizar en un futuro, y establece la ordenación
básica de dicha zona, que, lógicamente, impide la consolidación de usos in-
compatibles con la actividad portuaria, como puede ser el caso de los re-
sidenciales. Las obras que realicen las Autoridades Portuarias en el dominio
público portuario deberán adaptarse al Plan Especial de ordenación del es-
pacio portuario y deberán someterse a informe de la Administración urba-
nística competente, ya que, en  la medida en que se consideren obras
públicas de interés general, no están sometidas a actos de control preven-
tivo municipal (art. 19 de la Ley). Algunas Comunidades Autónomas han
aprobado legislaciones específicas en el ámbito de sus competencias.

— La Ley 3/1995, de 23 de marzo, de Vías Pecuarias, que, además de pro-
teger estos bienes de dominio público, fija en los artículos 10 a 13 las re-
glas para su desafectación y modificaciones de trazado.

— La Ley 16/1985, de 25 de junio, del Patrimonio Histórico Español, que de-
fine la categoría de bien de interés Cultural. Luego la legislación autonó-
mica complementaria (como, por ejemplo, la Ley 10/1998, de Patrimonio
Histórico de la Comunidad de Madrid, o la Ley 12/2002, de Patrimonio Cul-
tural de Castilla y León, desarrollada parcialmente por el reglamento pa-
ra la protección del patrimonio cultural de Castilla y León, aprobado por
decreto 37/2007, de 19 de abril) regula otros instrumentos protectores co-
mo pueden ser los Planes directores o los Planes Especiales para la pro-
tección de Conjuntos Históricos.

— La Ley 10/1998, de 21 de abril, de residuos. En ejecución de su art. 5 y
de la directiva 91/156/CEE existen los Planes nacionales de residuos.
Las entidades locales podrán elaborar sus propios planes de gestión de re-
siduos urbanos, de acuerdo con lo que, en su caso, se establezca en la le-
gislación y en los planes de residuos de las respectivas Comunidades
Autónomas. Ante la importancia adquirida en las últimas décadas por la ac-
tividad edificatoria y de acuerdo con el artículo 11.1 de la Ley de residuos
—que deriva de la modificación introducida por la disposición Final Pri-
mera de la Ley 34/2007, de 15 de noviembre—, el Gobierno aprobó el
real decreto 105/2008, de 1 de febrero, por el que se regula la producción
y gestión de los residuos de construcción y demolición.
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— La Ley 45/2007, de 13 de diciembre, para el desarrollo sostenible del me-
dio rural insta a las Comunidades Autónomas a delimitar y calificar las zo-
nas rurales existentes en su territorio, lo que permitirá la aplicación del
Programa de desarrollo rural sostenible, que es el instrumento principal
de planificación de la Administración General del Estado. En desarrollo de
este programa las Comunidades Autónomas podrán adoptar directrices
Estratégicas territoriales de Ordenación rural, pudiendo elaborar un Plan
por cada zona rural. Estos instrumentos de planificación han de hacer com-
patibles los desarrollos urbanísticos con el mantenimiento del medio am-
biente, desincentivando un urbanismo disperso (art. 33). su aprobación
lleva implícita la declaración de utilidad pública a efectos expropiatorios
de los terrenos necesarios para la realización de infraestructuras de inte-
rés general. Parece, por tanto, que, en tanto mecanismos de ordenación
territorial, determinarán los contenidos de los instrumentos de ordenación
urbanística municipal. no debemos obviar que, para que esta norma ten-
ga una mínima efectividad, será preciso contar con una financiación muy
importante que ponga en marcha sus mecanismos.

— En fin, la Ley 34/2007, de 15 de noviembre, de calidad del aire y protec-
ción de la atmósfera, establece, en su artículo 16, unos planes y progra-
mas orientados a proteger la atmósfera y a minimizar los efectos negativos
de la contaminación atmosférica. El Gobierno aprobará planes y progra-
mas de ámbito estatal que resulten necesarios para prevenir y reducir la
contaminación atmosférica y sus efectos transfronterizos. de acuerdo con
éstos, las Comunidades Autónomas en el ámbito de sus competencias
adoptarán planes y programas para la mejora de la calidad del aire y el
cumplimiento de los objetivos de calidad del aire en su ámbito territorial, y
para minimizar o evitar los impactos negativos de la contaminación at-
mosférica. En el marco de los planes y programas autonómicos, las enti-
dades  locales podrán elaborar en el ámbito de sus competencias sus
propios planes y programas (68). En todo caso, las aglomeraciones urbanas
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68.  Las entidades locales, con el objeto de alcanzar estos objetivos, podrán adoptar medidas de restricción to-
tal o parcial del tráfico, incluyendo restricciones a los vehículos más contaminantes, a ciertas matrículas, a cier-
tas horas o a ciertas zonas, etc. Por su parte, los planes y programas para la mejora de la calidad del aire que
elaboren las Comunidades Autónomas contendrán planes de movilidad urbana, que, en su caso, podrán in-
corporar los planes de transporte de empresa que se acuerden mediante negociación colectiva, con vistas al
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y los municipios con población superior a 100.000 habitantes adoptarán
planes y programas para el cumplimiento y mejora de los objetivos de ca-
lidad del aire. todos estos planes y programas a los que nos acabamos de
referir serán determinantes para los diferentes instrumentos de planea-
miento urbanístico y de ordenación territorial. En el caso de que tales ins-
trumentos no respeten lo dispuesto en los primeros, habrá que motivar
esta decisión y hacerla pública (art. 16.6) (69). Además, las Comunidades
Autónomas zonificarán su territorio según los niveles de los contaminan-
tes para los que se haya establecido objetivos de calidad del aire. La in-
formación utilizada para dicha zonificación deberá tenerse en cuenta por
las Administraciones públicas en la elaboración y aprobación de planes
urbanísticos y de ordenación del territorio, así como en los procedimien-
tos de autorización de actividades e instalaciones potencialmente conta-
minadoras de la atmósfera (art. 11). son las Comunidades Autónomas las
que deben conceder las autorizaciones administrativas para la construc-
ción, montaje, explotación, traslado, modificación sustancial o cese de
aquellas instalaciones en las que se desarrollen las actividades poten-
cialmente contaminadoras, que se incluyen en el Anexo iV de la Ley.

En otro ámbito, podemos destacar, entre las normas comunitarias e interna-
cionales de especial interés, la directiva 92/43, sobre Conservación de Hábi-
tats, Flora y Fauna silvestres, la directiva 79/409/CEE, del Consejo, de 2 de
abril, relativa a la conservación de las aves silvestres, la Convención relativa
a los Humedales de importancia internacional, de 2 de febrero de 1971 (Con-
venio de ramsar), o la Carta de Aalborg de 1994, que establece criterios sos-
tenibles por ciudades en Europa.
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fomento de modos de transporte menos contaminantes. La disposición Adicional séptima de la Ley insta al
Gobierno a elaborar una Ley de movilidad sostenible que incluya la obligación de puesta en marcha de pla-
nes de transporte de empresa, con el fin de reducir la utilización del automóvil en el transporte de los traba-
jadores y fomentar otros medios de transporte menos contaminantes. téngase en cuenta la propuesta de
directiva del Parlamento Europeo y del Consejo de 8 de julio de 2008, por la que se modifica la directiva
1999/62/CE, relativa a la aplicación de gravámenes a los vehículos pesados, más conocida como directiva so-
bre la «Euroviñeta».

69.  nótese que el artículo 5.3 dispone: «Las entidades locales, en el ámbito de sus competencias, deberán
adaptar las ordenanzas existentes y el planeamiento urbanístico a las previsiones de esta ley y de sus normas
de desarrollo». 
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debemos volver a recordar que, durante la tramitación parlamentaria de la
Ley 8/2007, de 28 de mayo, de suelo, se introdujo un segundo párrafo en el

artículo 13.4 —incorporado ahora al texto refundido de 2008— con la inten-
ción de evitar la reducción o exclusión injustificada de terrenos considerados
espacios naturales protegidos o espacios incluidos en la red natura 2000.
Ello sólo será posible cuando quede demostrado científicamente que los cam-
bios en los mismos obedecen a su evolución natural. La alteración deberá so-
meterse a información pública y, en el caso de modificaciones que afecten a
espacios integrados en la red natura 2000, será necesaria la aceptación de
la Comisión Europea. El primer párrafo de este artículo 13.4 se remite a la le-
gislación propia de los terrenos con valores susceptibles de protección para re-
gular su utilización y defensa, que estará siempre orientada a su preservación.
En esta misma línea, y siguiendo lo ya establecido en algunas normas urba-
nísticas autonómicas, la Disposición Adicional Sexta LS08 establece, con
el fin de evitar la provocación de incendios con fines especulativos, que los te-
rrenos incendiados se mantendrán en situación de suelo rural y estarán des-
tinados  al  uso  forestal,  al  menos  durante  30  años,  salvo  en  los  casos
excepcionales previstos en el artículo 50 de la Ley de Montes.

Por poner algún ejemplo de problemas de articulación entre urbanismo y me-
dio ambiente, se pueden leer las sentencias del tribunal superior de Justicia
de Castilla y León de 29 de septiembre de 2006, Ar. 2007\174 (caso navas del
Marqués), del tribunal supremo de 24, 26 y 31 de diciembre de 2001, Ar.
10129 y 1490 a 1492 de 2002 (caso del almacén de residuos de la Central nu-
clear de trillo) o, más recientemente, del tribunal superior de Justicia de Cas-
tilla y León, de 8 de enero de 2008 (rec. 858/2006), en el caso de la estación
de esquí de san Glorio. En esta última sentencia, la sala de lo Contencioso-
Administrativo estima el recurso contencioso-administrativo interpuesto por
una asociación ecologista contra el decreto 13/2006, de 9 de marzo, de la
Junta  de Castilla  y  León  que  pretendía modificar  el Anexo  i  del decreto
140/1998, de 16 de julio, por el que se aprueba el POrn de Fuentes Carrio-
nas y Fuente Cobre-Montaña Palentina, con la intención de alterar el régimen
de protección del parque para mejorar la economía local, a través del incre-
mento del turismo que se podría producir mediante el establecimiento de es-
taciones de esquí alpino hasta entonces prohibidas. La sentencia considera
que no queda acreditado en el expediente que se haya producido una varia-
ción de las circunstancias ambientales y socioeconómicas tenidas en cuenta
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al elaborar inicialmente el POrn que permitan un cambio en las condiciones
de protección del parque, ni que se haya valorado la repercusión de los cam-
bios previstos sobre su protección, conservación, mejora y utilización racional.
Por tanto, es la falta de motivación de la decisión la que provoca su nulidad (70).
Posteriormente y en el mismo sentido han recaído otras dos sentencias del tri-
bunal superior de Justicia de Castilla y León, la primera de 27 de mayo de
2008 (rec. 885/2006) y la segunda de 4 de julio de 2008 (rec. 746/2006).

Algunas normas autonómicas, además de establecer ciertos estándares ur-
banísticos (o criterios de mínimos en infraestructuras, equipamientos y servi-
cios en función de los metros cuadrados de edificación residencial) en orden
a garantizar la calidad de vida (71), intentan asegurar la existencia de recursos
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70.  La sentencia, de gran interés, recuerda que los informes de especialistas demuestran que las modifica-
ciones pretendidas serían incompatibles con la conservación del espacio natural y que la viabilidad económi-
ca de una estación de esquí alpino en ese lugar es muy dudosa tanto por los cambios climáticos que se están
produciendo como por sus propias circunstancias físicas. Además afirma que «al justificar la Modificación en
esas propuestas encaminadas a mejorar la situación socioeconómica de la zona se están alterando, sin justi-
ficación alguna y de forma ilegal, los criterios tenidos en cuenta al elaborar el PORN, cuya finalidad (art. 2) es
establecer las medidas necesarias para asegurar la protección, conservación, mejora y utilización racional del
Espacio Natural litigioso … Con lo expuesto se quiere poner de relieve que, si el planificador decidió que era
necesario para hacer efectivo el objetivo prioritario del PORN prohibir las estaciones de esquí alpino y consi-
deró que éstas eran incompatibles con el régimen de protección que establecía, no puede posteriormente, sin
una justificación adecuada, contravenir la decisión anterior en una cuestión no regida por la discrecionalidad ni
amparada por la genérica potestad reconocida a aquél de modificar o revisar el planeamiento anterior (ius va-
riandi), pues la posibilidad de introducir modificaciones está limitada por el propio PORN al caso en que hayan
variado las circunstancias y criterios tenidos en cuenta anteriormente. Es, además, a la Administración que to-
ma esa decisión a la que corresponde justificar esa decisión posterior en el expediente y, ahora, en el proce-
so, lo que no ha hecho. En otras palabras, no es al impugnante a quien incumbe la carga de probar que no se
dan las circunstancias que justifican la modificación. Esa justificación adecuada comporta que mediante los in-
formes y estudios técnicos o científicos correspondientes se acredite que desde el año 2000 al 2005 han cam-
biado suficientemente las circunstancias o criterios que han determinado su aprobación; se insiste en que lo que
ha de probarse es que los recursos naturales y ecosistemas existentes en el ámbito del PORN han variado y
su conservación y protección —que es el objetivo prioritario del PORN y de la declaración por Ley de Parque
Natural— no exige la prohibición de las estaciones de esquí alpino … Es ilegal la preeminencia que al desarrollo
económico-social se otorga en la modificación impugnada sin examinar y evaluar previamente su compatibili-
dad con la conservación, protección y mejora de los recursos naturales y ecosistemas existentes en el Espa-
cio Natural». sobre esta sentencia puede verse GArCíA UrEtA, A.: «realidad ambiental y expectativas
económicas. Comentario a la sentencia del tribunal superior de Justicia de Castilla y León, de 8 de enero de
2008 (Parque natural de Fuentes Carrionas)», Revista Vasca de Administración Pública, n.º 81, 2008, pp. 217
a 233.

71.  Este es el caso por ejemplo del artículo 36 de la Ley de Urbanismo de Castilla y León, que fija ciertos cri-
terios y normas, con el fin de que el planeamiento urbanístico contribuya a la mejora de la calidad de vida de
la población mediante el control de la densidad humana y edificatoria.

06 RJCYL 22 olmo:ejemplo rjcyl segunda época  03/08/10  9:46  Página 317



hídricos suficientes para satisfacer las nuevas necesidades provocadas por los
incrementos en las demandas de agua generados por los procesos urbanís-
ticos. Por esta misma razón, el artículo 10.c) LS08 obliga a los poderes pú-
blicos a atender, en la ordenación que hagan de los usos del suelo, a los
principios de accesibilidad universal, movilidad, eficiencia energética, garan-
tía de suministro de agua, prevención de riesgos naturales y de accidentes
graves, prevención y protección contra la contaminación y limitación de sus
consecuencias para la salud o el medio ambiente. La garantía del suministro
de agua es, pues, una condición para que la ejecución de los planes urbanís-
ticos se pueda llevar a cabo. En este sentido hay que recordar que el artícu-
lo 25.4 del real decreto Legislativo 1/2001, de 20 de julio, que aprueba el
texto refundido de la Ley de Aguas, establece que las Confederaciones Hi-
drográficas emitirán informe previo sobre los planes que las Comunidades Au-
tónomas hayan de aprobar en el ejercicio de sus competencias en materia de
ordenación del territorio y urbanismo, siempre que tales actos y planes afec-
ten al régimen y aprovechamiento de las aguas continentales o a los usos per-
mitidos en terrenos de dominio público hidráulico, zonas de servidumbre y
policía. El informe se entiende negativo cuando no se emita dentro de plazo.
Este trámite no será necesario cuando nos encontremos ante actos y orde-
nanzas dictados en aplicación de instrumentos de planeamiento que hayan
sido objeto del correspondiente informe previo del organismo de cuenca. Aña-
de, además, que cuando los actos o planes de las Comunidades Autónomas
o de las entidades locales comporten nuevas demandas de recursos hídricos,
el informe se pronunciará expresamente sobre la existencia o inexistencia de
recursos suficientes para satisfacer las demandas (72). Esta fórmula ha sido
adoptada por el artículo 15.3.a) LS08, por el que, en la fase de consultas den-
tro de la evaluación ambiental de los instrumentos de ordenación de actua-
ciones de urbanización deberá  recabarse el  informe de  la Administración
Hidrológica sobre la existencia de recursos hídricos necesarios para satisfa-
cer las nuevas demandas y sobre la protección del dominio público hidráuli-
co. ya la sentencia del tribunal superior de Justicia de Castilla y León de 14
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72.  El artículo 40.2 del texto refundido de la Ley de Aguas, tras afirmar que la política del agua está al servicio
de las estrategias y planes sectoriales que sobre los distintos usos establezcan las Administraciones Públicas,
afirma que la gestión racional y sostenible del recurso será una cautela que condicionará toda autorización, con-
cesión o infraestructura futura que se solicite.

06 RJCYL 22 olmo:ejemplo rjcyl segunda época  03/08/10  9:46  Página 318



de febrero de 2006, Ar. 108768, declaró la invalidez de un Plan Parcial en sa-
lamanca porque no se había aportado la documentación necesaria para jus-
tificar la disponibilidad de recursos para el abastecimiento de agua. también,
otra sentencia del tribunal superior de Justicia de la Comunidad Valenciana
de 21 de febrero de 2006, Ar. 222013, considera que lo que no podrá hacer-
se, en tanto no se subsanen materialmente ciertos condicionantes sobre dis-
ponibilidad de recursos hídricos, será la ejecución del plan, y afirma que «el
hecho de condicionar la ejecución del sector no incide en la validez del pla-
neamiento aprobado, sino que afectará a su eficacia, sin que pueda compar-
tirse la conclusión de la actora en el sentido de que con la publicación de la
aprobación definitiva se dota de ejecutividad al nuevo planeamiento, pues pre-
cisamente la misma aprobación del planeamiento condiciona su ejecución al
cumplimiento de determinada condición».

Con esa misma intención de garantizar una calidad de vida sostenible y unas
necesidades adecuadas de agua y energía, junto al objetivo de preservar los
recursos naturales y el litoral, algunas Comunidades Autónomas —sobre to-
do baleares y Canarias— están introduciendo medidas para contener los
desarrollos turísticos en determinadas zonas, pues la política territorial del tu-
rismo, que tantos beneficios está proporcionando a corto plazo, muestra día
a día su incapacidad para contribuir a un modelo de desarrollo sostenible. Es-
tas medidas de ordenación territorial del turismo pretenden limitar la ocupación
del territorio y la densidad de población, así como mejorar la calidad y los re-
cursos turísticos. Ello se consigue básicamente limitando la superficie ocupa-
da para usos turísticos —es decir, estableciendo lo que se denomina una
capacidad de carga que viene dada por un conjunto de factores que permiten
el uso turístico satisfactorio de una zona sin perjudicar a la población residente
ni al medio natural— y limitando clasificaciones de suelo que permitan una
transformación urbanística de zonas que impiden la expansión de municipios
desarrollados.

Entre las medidas normativas más recientes que tratan de lograr un urbanis-
mo más sostenible se encuentran también aquellas que afectan al importan-
te sector de la edificación. Junto al Plan de Energías renovables de España
2005-2010, a la Estrategia de Ahorro y Eficiencia Energética de España 2004-
2012 y al Código técnico de la Edificación —que contiene un importante do-
cumento básico sobre Ahorro de Energía (HE) y otro sobre salubridad (Hs)
en los que se introducen medidas orientadas a lograr un consumo energético
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y de agua sostenibles—, se ha puesto en funcionamiento un sistema de cer-
tificación energética de edificios de nueva construcción, que aparece regula-
do en el real decreto 47/2007, de 19 de enero y que transpone parcialmente
la directiva 2002/91/CE, de 16 de diciembre, relativa a la Eficiencia Energéti-
ca de los Edificios. La transposición de esta directiva se completa con la en-
trada en vigor, el 29 de febrero de 2008, del real decreto 1027/2007, de 20
de julio, por el que se aprueba el reglamento de instalaciones térmicas de los
Edificios (ritE). Asimismo, distintas Comunidades Autónomas fomentan la
construcción de viviendas bioclimáticas y mantienen normativas propias en
materia de energías renovables y eficiencia energética. Más recientemente
se ha aprobado el real decreto 1371/2007, de 19 de octubre, por el que se
introduce en el Código técnico de la Edificación el documento básico de Pro-
tección frente al ruido (Hr), que enumera las instrucciones técnicas que tratan
de garantizar esta exigencia básica de las edificaciones y, en consecuencia,
intenta minimizar los riesgos para la salud y el medio ambiente de la conta-
minación acústica. Paralelamente, el real decreto 1367/2007, de 19 de oc-
tubre, ha desarrollado, en lo referente a zonificación acústica, objetivos de
calidad y emisiones acústicas, la Ley 37/2003, de 17 de noviembre, de ruido.
Esta norma modifica el real decreto 1513/2005, de 16 de diciembre, sobre
evaluación y gestión del ruido ambiental, por la que se transpone a nuestro or-
denamiento la directiva 2002/49/CE. dicha directiva marca una nueva orien-
tación respecto de la concepción de la contaminación acústica en la normativa
de la Unión Europea, al considerar el ruido ambiental como un producto deri-
vado de múltiples emisiones que contribuyen a generar niveles de contami-
nación acústica inadecuados desde el punto de vista ambiental y sanitario (73).
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73.  El artículo 10 del real decreto 1367/2007, de 19 de octubre, prevé la delimitación de zonas de servidum-
bre acústicas en áreas urbanizadas existentes, en cuyo caso se elaborará simultáneamente un plan de acción.
A la hora de realizar una nueva infraestructura o equipamiento que afecte a una zona con servidumbre acústi-
ca, la declaración de impacto ambiental deberá especificar las medidas que resulten económicamente propor-
cionadas, tomando en consideración las mejores técnicas disponibles, con el fin de que en el interior de las
edificaciones se alcancen unos niveles de inmisión acústica compatibles con su uso característico. Por otro la-
do, todas las figuras de planeamiento incluirán de forma explícita la delimitación correspondiente a la zonifica-
ción acústica de la superficie de actuación. Las modificaciones, revisiones y adaptaciones del planeamiento
general que contengan modificaciones en los usos del suelo conllevarán la necesidad de revisar la zonificación
acústica en el correspondiente ámbito territorial. Lo mismo sucederá cuando, con motivo de la tramitación de
planes urbanísticos de desarrollo, se establezcan los usos pormenorizados del suelo (art. 13). téngase en
cuenta el artículo 17 de la Ley 37/2003, de 17 de noviembre, del ruido, en virtud del cual la planificación y el
ejercicio de competencias estatales, generales o sectoriales, que incidan en la ordenación del territorio o en el
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Veamos, finalmente, un último ejemplo importante de articulación práctica en-
tre urbanismo y medio ambiente. En numerosas ocasiones es necesario ob-
tener determinadas autorizaciones concurrentes para ejercer una determinada
actividad. Así, por ejemplo, para la instalación de una central de generación de
energía eléctrica de carácter térmico o de ciclo combinado se precisa la obten-
ción de licencias y autorizaciones a otorgar por las Administraciones compe-
tentes en materia de industria y energía, aguas, medio ambiente atmosférico,
urbanismo, residuos peligrosos, etc. Para facilitar y agilizar su gestión, la tra-
mitación de estas licencias y autorizaciones se concentra en un solo procedi-
miento que se tramita y resuelve coordinadamente por una sola autoridad. En
nuestro país, esta solución recibe el nombre de autorización ambiental inte-
grada, que se regula por la Ley 16/2002, de 1 de julio, de prevención y con-
trol  integrados  de  la  contaminación (74),  la  cual  transpone  a  nuestro
ordenamiento la directiva 96/61/CE (más conocida como directiva iPPC, In-
tegrated Polluction Prevention and Control). Esta Ley, cuyo reglamento de
desarrollo se ha aprobado por real decreto 509/2007, de 20 de abril, define
dicha autorización como «la resolución del órgano competente de la Comuni-
dad Autónoma en la que se ubique la instalación, por la que se permite, a los
solos efectos de la protección del medio ambiente y de la salud de las perso-
nas, explotar la totalidad o parte de una instalación, bajo determinadas con-
diciones destinadas a garantizar que la misma cumple el objeto y las
disposiciones de esta Ley. Tal autorización podrá ser válida para una o más
instalaciones o partes de instalaciones que tengan la misma ubicación y sean
explotadas por el mismo titular». Las grandes instalaciones industriales de ti-
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planeamiento urbanístico, deberán tener en cuenta las previsiones establecidas en la Ley y en su normativa de
desarrollo. Entre las sentencias relacionadas con diversos aspectos de la contaminación acústica puede ver-
se la sts de 12 de noviembre de 2007, Ar. 8394, que aprecia la inactividad de un Ayuntamiento en un supuesto
de contaminación acústica derivada de actividades industriales que atenta contra el derecho a la intimidad in-
dividual y familiar en el ámbito domiciliario.

74.  Esta Ley tiene por objeto evitar o, cuando ello no sea posible, reducir y controlar la contaminación de la at-
mósfera, del agua y del suelo, mediante el establecimiento de un sistema de prevención y control integrados
de la contaminación, con el fin de alcanzar una elevada protección del medio ambiente en su conjunto. El Con-
sejo de Estado, en su informe sobre el Anteproyecto de Ley (dictamen n.º 1781/2001, de 20 de septiembre),
calificó el procedimiento de autorización ambiental integrada como de ventanilla única, al decir: «Por ello, el es-
tablecimiento de un procedimiento integrado, de “ventanilla única”, que evite la duplicación de trámites, las pug-
nas entre Administraciones y las prolongadas demoras en la resolución —además de venir impuesto por la
normativa comunitaria— merece un juicio favorable, siempre y cuando se respete el orden de competencias de-
rivado de la Constitución y de los respectivos Estatutos de Autonomía…».
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tularidad pública o privada sometidas a dicha autorización se relacionan en el
Anejo i de la Ley (refinerías de petróleo y gas, ciertas instalaciones químicas,
instalaciones de incineración de residuos municipales con capacidad de más
de tres toneladas por hora, etc.), quedando excluidas las instalaciones o par-
tes de las mismas utilizadas para la investigación, desarrollo o experimenta-
ción de nuevos productos y procesos. nos encontramos ante un sistema
integrado de control y prevención de cualquier tipo de contaminación, ya que
para autorizar una determinada actividad se toman en consideración todas las
posibles emisiones contaminantes que puedan producir determinadas indus-
trias y se obliga a utilizar las mejores técnicas disponibles (75) (bAts, best avai-
lable technologies).  se  pretende  con  ello  impedir  la  transferencia  de  la
contaminación entre los distintos ámbitos del medio ambiente.

Por la extensión de este trabajo no podemos analizar el procedimiento para su
concesión, pero hay que decir que pretende asegurar la coordinación de las
distintas Administraciones públicas que deben intervenir en la concesión de di-
cha autorización para agilizar trámites y reducir las cargas administrativas de
los particulares. En palabras del tribunal supremo, en su sentencia de 30 de
enero de 2008, Ar. 1934, nos encontramos ante una nueva figura de inter-
vención administrativa que sustituye y aglutina al conjunto disperso de auto-
rizaciones  de  carácter  ambiental  exigibles  hasta  el  momento.  dicho
procedimiento comprenderá los siguientes trámites, que se inician una vez
presentada la solicitud ante el órgano designado por la Comunidad Autónoma
en la que se ubique la instalación: análisis previo de la documentación pre-
sentada y, en su caso, requerimiento al solicitante para que, en el plazo de diez
días, subsane la falta o acompañe los documentos preceptivos exigidos según
lo establecido en el artículo 12 de la Ley; información pública; solicitud de in-
formes y declaración de impacto ambiental, en su caso; propuesta de reso-
lución;  audiencia  a  los  interesados;  traslado  de  nuevo  a  los  órganos
competentes para emitir informes vinculantes en trámites anteriores para que
vuelvan a manifestar lo que estimen conveniente; resolución y, finalmente, no-
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75.  Entendiendo por disponibles las que sean aplicables en condiciones económica y técnicamente viables, to-
mando en consideración los costes y los beneficios, tanto si las técnicas se utilizan o producen en el Estado
miembro correspondiente como si no, siempre que el titular pueda tener acceso a ellas en condiciones razo-
nables.
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tificación y publicidad. teniendo en cuenta la complejidad del procedimiento
podemos entender que el plazo máximo para resolver las solicitudes de estas
autorizaciones sea de diez meses, pasado el cual sin haberse notificado re-
solución expresa se entenderán desestimadas (el artículo 8 de la directiva
96/61/CE exige de forma expresa que este tipo de instalaciones cuenten con
un permiso escrito en el que se incluya el condicionado ambiental de su fun-
cionamiento, lo que impide la aplicación del silencio positivo). En cuanto a su
duración, las autorizaciones ambientales integradas se concederán por un pla-
zo máximo de ocho años y se renovarán por períodos sucesivos, previa soli-
citud del interesado, con la peculiaridad de que, en estos casos, si el órgano
competente no contesta a la solicitud de renovación de la autorización dentro
del plazo, ésta sí se entenderá estimada por silencio positivo. En el caso en
que se produzcan modificaciones sustanciales en la instalación con posterio-
ridad a su autorización, éstas no se podrán llevar a cabo hasta contar con una
nueva autorización ambiental integrada, mientras que en el resto de los casos,
cuando se trate de cambios menores, bastará con una comunicación al órga-
no autonómico competente (76).

Las Comunidades Autónomas incluirán en el procedimiento de otorgamiento
de la autorización ambiental integrada las actuaciones en materia de evalua-
ción ambiental que resulten de su competencia y las exigidas por la normati-
va sobre riesgos de accidentes graves en los que intervengan sustancias
peligrosas, y aquellas otras previstas en su normativa ambiental. En el caso
de Castilla y León, dicha regulación se contiene en los artículos 10 a 22 de la
Ley 11/2003, de 8 de abril, de Prevención Ambiental. igualmente, cuando co-
rresponda a la Administración General del Estado la competencia para for-
mular la declaración de impacto ambiental se remitirá una copia de la misma
al órgano autonómico, que deberá incorporar su contenido a la autorización
ambiental integrada (77). En estos casos, además, se reconoce expresamente
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76.  La autorización ambiental integrada podrá, también, ser modificada de oficio en aquellos supuestos en
que, aun sin modificarse las condiciones técnicas de la instalación, la contaminación que produzca haga con-
veniente revisar los valores límite de emisión como consecuencia de cambios en las mejores técnicas disponi-
bles o cuando razones de seguridad hagan necesario emplear otras técnicas. igualmente, podrá modificarse
de oficio la autorización ambiental integrada cuando el organismo de cuenca correspondiente estime que con-
curren causas para ello, de acuerdo con lo establecido en la legislación de aguas.

77.  sobre esta integración véanse los artículos 11 a 13 del reglamento de la Ley, aprobado por el real de-
creto 509/2007.
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la posibilidad de utilizar fórmulas de colaboración con las Comunidades Autó-
nomas mediante figuras como, entre otras, la encomienda de gestión.

Ante un procedimiento tan complejo para otorgar la autorización ambiental in-
tegrada, que coordina e integra diferentes actos administrativos de Adminis-
traciones diversas,  la Ley 16/2002 ha establecido un régimen singular de
impugnación para los supuestos en los que se hayan emitido informes vincu-
lantes. según su artículo 24 (78), cuando un informe preceptivo y vinculante
impidiese el otorgamiento de la autorización, en la medida en que decide in-
directamente el fondo del asunto, podrá ser recurrido, en vía judicial o admi-
nistrativa, según corresponda, independientemente de la resolución que ponga
fin al procedimiento. En cambio, cuando el informe vinculante sea favorable
pero sujete la autorización a condiciones con las que no estuviera de acuer-
do el solicitante, éstas estarán necesariamente incorporadas en la resolución
que ponga fin al procedimiento mediante el otorgamiento de la autorización
ambiental integrada, por lo que si el recurso que procediera tuviera carácter
administrativo se interpondrá directamente contra dicha resolución del órga-
no autonómico, que deberá dar traslado del recurso al órgano que hubiera in-
formado. Por último, cuando en el recurso contencioso-administrativo que se
pudiera interponer contra la resolución del órgano autonómico que pusiera fin
a la vía administrativa se dedujeran pretensiones que afecten a los informes
preceptivos y vinculantes, se establece que la Administración que los hubiera
emitido tendrá la consideración de codemandada, conforme al artículo 21.1.a)
de la Ley 29/1998, de 13 de julio, reguladora de la Jurisdicción Contencioso-
Administrativa, a fin de posibilitar la defensa de la legalidad de los citados in-
formes por la propia Administración autora de éstos, así como su disposición
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78.  nótese cómo en Castilla y León se ha hecho una adaptación incorrecta de este artículo, que se recoge so-
lo parcialmente en el artículo 23 de la Ley de Prevención Ambiental de Castilla y León, cuyo tenor es el si-
guiente:

«1. Los interesados podrán oponerse a los informes vinculantes emitidos en el procedimiento regulado en es-
ta Ley mediante la impugnación de la resolución administrativa que ponga fin al procedimiento de otorgamien-
to de la autorización ambiental.

2. Cuando la impugnación en vía administrativa de la resolución que ponga fin al procedimiento de otorga-
miento de la autorización ambiental afecte a las condiciones establecidas en los informes vinculantes, el órga-
no competente dará traslado del recurso a los órganos que los hubiesen emitido, con el fin de que éstos, si lo
estiman oportuno, presenten alegaciones en el plazo de quince días. De emitirse en plazo, las citadas alega-
ciones serán vinculantes para la resolución del recurso».
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del objeto del proceso a través de figuras como el allanamiento o la transac-
ción judicial.

7. CONCLUSIÓN

La protección jurídica medioambiental recibió en España un impulso definiti-
vo con la integración de España en lo que hoy es la Unión Europea, pues, en
el derecho Comunitario, se ha ido consolidando la tutela del medio ambiente
como una de sus funciones básicas, hasta el punto de que, en la actualidad,
la mayoría de las normas ambientales españolas tienen por objeto la incor-
poración del derecho de la Unión Europea. En nuestros días, ante las serias
alertas lanzadas desde la comunidad científica, el logro de un desarrollo sos-
tenible se ha convertido en objetivo prioritario de las políticas de la Unión (79),
lo que repercute directamente en materia de ordenación del territorio y urba-
nismo. Como consecuencia, el principio de urbanismo sostenible preside en
la actualidad cualquier normativa o actuación urbanística que pretenda lle-
varse a cabo y es defendido por los órganos judiciales nacionales y comuni-
tarios.

En consecuencia, la normativa ambiental contribuye claramente, desde un
punto de vista jurídico, a limitar las agresiones ambientales que son conse-
cuencia de procesos urbanísticos (80). sin embargo, en la práctica, la aplicación
de esa normativa no es fácil, como ha señalado el Parlamento Europeo en su
Resolución de 21 de junio de 2007, sobre los resultados de la misión de

investigación en las Comunidades Autónomas de Andalucía, Comuni-

dad Valenciana y Comunidad de Madrid. El Parlamento expresa «su más
enérgica condena y oposición a los macroproyectos de urbanización em-
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79.  Como demuestra la directiva 2008/99/CE del Parlamento Europeo y del Consejo de 19 de noviembre de
2008, relativa a la protección del medio ambiente mediante el derecho Penal. Esta directiva ha sido trans-
puesta —en el momento de corrección de pruebas de este trabajo— por la Ley Orgánica 5/2010, de 22 de ju-
nio, por la que se modifica el Código Penal (Proyecto de 27 de noviembre de 2009, con referencia 121/000052.
<http://www.congreso.es>).

80.  Pueden verse distintos ejemplos de recientes agresiones urbanísticas al medio ambiente en <http://urba-
nismopatasarriba.blogspot.com>.
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prendidos por empresas constructoras y promotores inmobiliarios, proyectos
que no responden en absoluto a las necesidades reales de las ciudades y los
pueblos afectados, son insostenibles en el plano ambiental y tienen un im-
pacto desastroso en la identidad histórica y cultural de las zonas afectadas».
Además, considera imperativo tomar medidas adecuadas que garanticen la
correcta aplicación y el adecuado respeto de la directiva marco del agua en
lo que se refiere a los grandes proyectos urbanísticos. Muy ilustrativa y de im-
prescindible lectura es la Resolución del Parlamento Europeo, de 26 de

marzo de 2009, sobre el impacto de la urbanización extensiva en Espa-

ña en los derechos individuales de los ciudadanos europeos, el medio

ambiente y la aplicación del Derecho Comunitario, con fundamento en

determinadas peticiones recibidas (81). En ella el Parlamento Europeo pide
al Gobierno de España y a los de las comunidades autónomas implicadas que
lleven a cabo una profunda revisión de toda la legislación que afecta a los de-
rechos de los propietarios particulares de bienes como resultado de una ur-
banización masiva, con objeto de poner fin a los abusos de los derechos y las
obligaciones consagrados en el tratado CE, en la Carta de los derechos Fun-
damentales, en el CEdH y en las directivas europeas pertinentes, así como en
otros convenios de los que la UE forma parte. también pide a las autoridades
españolas que se deroguen todas las figuras legales que favorecen la espe-
culación, tales como el agente urbanizador. también considera, entre otras
muchas cosas, que las autoridades regionales competentes deben declarar
suspender y revisar todos los planes urbanísticos nuevos que no respetan
los criterios rigurosos de sostenibilidad medioambiental y responsabilidad so-
cial, y deben anular todos los desarrollos urbanísticos en curso que no hayan
respetado o aplicado los criterios establecidos por el derecho comunitario,
principalmente por lo que se refiere a la adjudicación de contratos urbanísti-
cos y al cumplimiento de las disposiciones en materia de agua y medio am-
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81.   de acuerdo con esta resolución, que produce cierto sonrojo, la Comisión de Peticiones, en respuesta al
número ingente de peticiones recibidas, ha llevado a cabo investigaciones detalladas, ha informado en tres
ocasiones de la magnitud de los abusos de los derechos legítimos de los ciudadanos de la UE sobre sus bienes
legalmente adquiridos en España, y ha expresado también su inquietud acerca del desarrollo sostenible, la
protección del medio ambiente y el suministro y la calidad de las aguas. según el Parlamento Europeo, se han
dado muchos casos en que todas las administraciones, central, autonómicas y locales, han sido responsables
de haber puesto en marcha un modelo de desarrollo insostenible, que ha tenido gravísimas consecuencias, por
supuesto medioambientales y, además, sociales y económicas.
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biente. Finalmente, lo que tiene cierta gravedad, expresa su preocupación y
desaliento por el hecho de que las autoridades judiciales españolas hayan
puesto de manifiesto que no están debidamente preparadas para hacer fren-
te a las repercusiones de la urbanización masiva en las vidas de las perso-
nas, como prueban los miles de reclamaciones recibidas por el Parlamento
y su comisión pertinente en la materia. Asimismo, considera alarmante la fal-
ta de confianza generalizada que los peticionarios parecen mostrar frente al
sistema judicial español como un medio eficaz para obtener reparación y jus-
ticia.

En los últimos años ha habido un esfuerzo normativo importante en nuestro
país, tanto a nivel estatal como autonómico, y tanto a nivel estrictamente ur-
banístico como ambiental. La normativa urbanística española más reciente,
entre la que destaca la Ls08, pretende impedir las agresiones ambientales
originadas por algunos procesos urbanísticos, colocando en lugar prioritario al
principio de urbanismo sostenible y fijando una serie de reglas que permiten
a los tribunales mejorar el control de la discrecionalidad en la elaboración del
planeamiento urbanístico y proteger, en consecuencia, los valores ambienta-
les de nuestra sociedad. sin duda que a ello también contribuye la creación
de una Fiscalía Especial de Medio Ambiente y Urbanismo (82) y de una unidad
de la Guardia Civil (Grupo de delitos Urbanísticos) especializada en urbanis-
mo, que complementa al sEPrOnA.

La legislación actual, aunque precise de mejoras y adaptaciones es, en nues-
tra opinión, suficiente para garantizar un urbanismo más sostenible, pero su
correcta aplicación y respeto depende de la voluntad política de quienes es-
tán al frente de las distintas Administraciones y del sentido común de los dis-
tintos agentes que actúan en el sector, cuya conciencia y voluntad resultan
aquí determinantes. Otra cosa es el eterno debate sobre la revisión y mejora
del sistema de financiación local, que parece estar en la sombra de algunos
de los distintos escándalos de corrupción urbanística. Al igual que ha habido
numerosos casos de urbanismo insostenible, también muchos Ayuntamien-
tos, a veces con menos recursos que otros, han realizado ordenaciones ur-
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82.  Véase la instrucción 4/2007, de 10 de abril, del  Fiscal General del Estado, sobre el Fiscal Coordinador de
Medio Ambiente y Urbanismo y las secciones de Medio Ambiente de las Fiscalías.
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banísticas ejemplares —aunque eso, por desgracia, salga menos en los me-
dios de comunicación—.

En todo caso, como prestigiosos juristas han destacado —entre otros bAs-
sOLs COMA o Michel PriEUr— y como se recogió entre las conclusiones del
último Coloquio de la Asociación internacional de derecho Urbanístico (Ai-
drU) (83), no existe una delimitación rígida entre ordenación del territorio, ur-
banismo  y  medio  ambiente.  debe,  pues,  postularse  una  conexión  por
integración (84) entre ambas materias, pues «la frontera entre urbanismo y me-
dio ambiente parece por consiguiente no haber existido jamás, sino en el pen-
samiento de aquellos que creen que el medio ambiente se limita a la flora y a
la fauna, y el Derecho urbanístico al espacio urbano» (85). no cabe duda, por
tanto, que en la actualidad, urbanismo y medio ambiente son dos realidades
jurídicas —o, mejor dicho, como dice PÉrEZ MOrEnO, dos ramas del de-
recho (86)—, complementarias e inseparables.
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